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I.  �CONCEPTUALIZACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD  
SOCIAL CORPORATIVA

El análisis abordado en este trabajo tratará de fundamentar la rele-
vancia que la denominada Responsabilidad Social Corporativa (RSC) de 
las empresas ha tenido y tiene en la traslación de sus objetivos y accio-
nes de soft law al hard law del Derecho societario. Esto es, su finalidad 
es destacar la significativa influencia de los compromisos voluntarios 
adoptados por la empresa en relación con los intereses de sus stakehol-
ders en el trasvase a la articulación jurídica de cuestiones que afectan a 
la igualdad, la diversidad y el medio ambiente en el entorno de las com-
pañías y sociedades.

No obstante, antes de entrar en materia, es de interés hacer alusión 
a la doble referencia terminológica existente sobre esta materia entre la 
Responsabilidad Social Corporativa (RSC) y la Responsabilidad Social 
de la Empresa (RSE), así como en relación con las dificultades que con-
lleva la propia conceptualización de la RSC/RSE.

1.  �Dualidad terminológica de la Responsabilidad Social 
Corporativa y la Responsabilidad Social de la Empresa

Una cuestión previa al tratar de conceptualizar la Responsabilidad 
Social Corporativa (RSC) de las empresas desde una perspectiva actual 
y en el marco de la Unión Europea (UE) es la que hace referencia a la 
dualidad terminológica con la que nos referimos a una misma forma de 
operar en el ámbito económico empresarial y social.

En ese sentido, la RSC se refiere a la responsabilidad o aportación 
que asume voluntariamente cualquier organización para mejorar cues-
tiones sociales, económicas y ambientales.
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La Responsabilidad Social de la Empresa (RSE), por su parte, tam-
bién hace referencia concreta a esa asunción voluntaria de compromi-
sos por parte de la empresa para mejorar las tres dimensiones: social, 
económica y ambiental. Por consiguiente, cabe deducir que el término 
de la RSE se focaliza fundamentalmente en la finalidad económica y 
mercantil de la empresa y la RSC responde básicamente a esa triple 
aportación voluntaria formulada por cualquier organización que opera 
en un entorno global, cuya configuración está integrada por una estruc-
tura humana con capacidades de autogobierno, derechos y obligaciones 
legalmente reconocidos 2.

Tomando en consideración que este trabajo tratará de desarrollar 
una perspectiva actual de la responsabilidad social de las empresas y 
sociedades de capital como operadores económico-empresariales de 
gran tamaño y con aspiraciones reales de alcanzar ciertos objetivos de 
sostenibilidad, transparencia y promoción del interés general, nos ha 
parecido más acertado adoptar el término de RSC, de origen inglés 3, 
con objeto de satisfacer los intereses de distintos y plurales grupos que 
integran la gran organización o sociedad cotizada 4.

En cualquier caso, los términos de responsabilidad social de la em-
presa y responsabilidad social de la empresa pueden considerarse tér-
minos sinónimos 5.

2.  Conceptualización indeterminada de la RSC

Como se ha adelantado, la RSC trata de dar respuesta a compromi-
sos voluntarios adquiridos por una sociedad o empresa en el ámbito de 
la triple botton line (ámbito económico-financiero, social y medioam-

2  Embid Irujo, J. M. y del Val Talens, P., «La responsabilidad social corporativa y el 
Derecho de sociedades de capital: entre la regulación legislativa y el soft law», Colección 
de Derecho Privado, Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado, Madrid, 2016, pp. 27-28, 
delimitan categóricamente el término de RSC a la actividad económico-empresarial; Can-
delario Macías, M.ª I., «Un acercamiento a la innovación responsable y sostenible», en 
Ruíz Muñoz, M. y De la Vega Justribó, B. (dirs.), Responsabilidad Social Corporativa (RSC). 
Economía colaborativa y cumplimiento normativo, Editorial Tirant lo Blanch, Valencia, 
2019, pp. 119-140, p. 124, nota 9.

3  Así, en lugar de utilizar el término empresa, se recurre al término inglés corporate, a 
pesar de ser un vocablo que tiene unas connotaciones ajenas a nuestra tradición jurídica, 
que utiliza el vocablo «empresa». Bataller Grau, J., «Un concepto de Responsabilidad So-
cial de la Empresa desde el Derecho Mercantil», Revista de Derecho Mercantil, núm. 310, 
Sección Estudios, Cuarto trimestre, 2018 BIB\2018\14618, pp. 1-28, nota 1.

4  Bataller Grau, J., «Un concepto de Responsabilidad Social…», op. cit., p. 1; Embid 
Irujo, J. M., «Crisis de la empresa, concurso y responsabilidad social corporativa», en Em-
paranza Sobejano, A.; Martín Osante, J. M. y Zurimendi Isla, A. (dirs.), Homenaje al profesor 
José María de Eizaguirre, Editorial Universidad del País Vasco (UPV/EHU), 2020, pp. 41-
67, 50-51.

5  Candelario Macías, M.ª I., «Un acercamiento…», op. cit., p. 124.
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biental), lo cual cuestiona su relevancia o imperatividad para el Dere-
cho, a pesar de que es una herramienta eficaz y referencia constante en 
los medios empresariales que emprende e implementan habitualmente 
programas y acciones de RSC 6.

El carácter poliédrico de la RSC y la desbordante realidad actual de 
la institución en la realidad económico empresarial no ha derivado en 
un estudio integrador de sus múltiples aristas en el ámbito ius privatista. 
Ahora bien, no cabe obviar la atención que la RSC ha despertado en la 
última década en el Derecho de sociedades, en particular, en relación 
con la determinación del concepto de «interés social» 7. Así, en este es-
tudio se tratará de conjugar la evolución que ha experimentado la con-
ceptualización de la RSC con la articulación jurídica de algunos de sus 
objetivos que se han ido integrando a nuestro ordenamiento societario 8, 
sin perjuicio de la incorporación normativa que, en un futuro inmedia-
to, es previsible derive de la trasposición del derecho comunitario, en 
particular, de la Directiva de sostenibilidad 9.

La dificultad en la concreción de un concepto armonizado de RSC 
se agudiza debido a que en su perímetro de relaciones ius privatistas se 
trata de incorporar cuestiones de naturaleza pública así, por ejemplo, la 
respuesta a dar a determinados grupos de interés de la empresa, como 
puede ser la comunidad en la que está implantada la actividad econó-
mica, y/o el nivel de protección a procurar a determinados bienes de 
interés general, como es la preservación del medio ambiente. En este 
sentido, de nuevo reclama nuestra atención la importancia que en la 
realidad empresarial del gobierno corporativo alcanzan estas cuestiones 
y en la necesidad de atender a todas ellas desde el moderno Derecho de 
sociedades, rama del derecho privado que articula las relaciones jurídi-
co-privadas en el marco societario y que en el siglo xxi se ve compelido 
a superar las clásicas concepciones ius privatistas, sin que ello implique 
la ruptura total con los postulados del derecho privado 10.

6  Embid Irujo, J. M., «Crisis de la empresa…», op. cit., p. 51.
7  Bataller Grau, J., «Desmontando tópicos sobre la responsabilidad social de la em-

presa», Revista de Derecho Mercantil, núm. 323, Sección Estudios, Primer trimestre de 
2022, BIB\2022\586, pp. 1-38, 2 y 4.

8  Ley 11/2018, de 28 de diciembre, por la que se modifica el Código de Comercio, el 
texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital aprobado por el Real Decreto Legis-
lativo 1/2010, de 2 de julio, y la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, en 
materia de información no financiera y diversidad. Igualmente, la Ley Orgánica 2/2024, 
de 1 de agosto, de representación paritaria y presencia equilibrada de mujeres y hombres 
(BOE-A-2024-15936).

9  Directiva (UE) 2024/1760 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de junio 
de 2024, sobre diligencia debida de las empresas en materia de sostenibilidad y por la 
que se modifican la Directiva (UE) 2019/1937 y el Reglamento (UE) 2023/2859 (DOUE-
L-2024-81037), cuyas normas han de ser transpuestas a los ordenamientos internos para 
julio de 2027 y 2028, según la tipología de empresa de que se trate.

10  Bataller Grau, J., «Un concepto de Responsabilidad Social…», op. cit., p. 6.
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En esa estrategia de superación de la concepción clásica ius priva-
tista, no ha de obviarse, sin embargo, el tratamiento del «deber jurídi-
co» o del grado de «coercibilidad» que implica la norma jurídica como 
conditio sine qua non. Si bien es cierto que en el derecho español hay 
cuestiones de RSC que se han incorporado al ordenamiento, superan-
do de alguna manera la clásica concepción liberal, conviene diferenciar 
la distinta naturaleza del origen de esa incorporación normativa. Así, 
es interesante destacar como modelo el origen de la coercibilidad que 
deriva de la adhesión voluntaria de la persona empresaria (individual o 
social) a códigos éticos del art. 21 de la Ley de Competencia Desleal. Y 
es que la obligatoriedad en el cumplimiento del código ético, derivada 
de esa adhesión voluntaria, no implica que el origen de la obligación sea 
una norma jurídica de naturaleza imperativa, si bien el resultado de esa 
adhesión es igualmente coercible y está amparada por el derecho 11.

En cualquier caso, el avance hacia una nueva construcción concep-
tual de RSC nos dirige a respetar las categorías básicas del derecho y, 
en este sentido, se ha de mencionar necesariamente su categoría básica, 
esto es, «la relación jurídica», que por consenso se identifica como la 
relación social regulada por el derecho, sin perjuicio de que pueda ser 
establecida coactivamente por los poderes públicos 12.

Así, la relación jurídica en el caso de las grandes sociedades y com-
pañías se establecerá fundamentalmente entre la sociedad (legitimación 
pasiva) y sus grupos de interés o stakeholders (legitimación activa). En 
este sentido, corresponderá a la sociedad, como sujeto de derechos y 
obligaciones, articular una serie de medidas internas y externas, algu-
nas de las cuales se orientarán, por una parte, a satisfacer los objetivos 
de RSC en el ámbito interno, como puede ser el objetivo de equilibrio o 
paridad de género en el consejo de administración y, por otra, a satisfa-
cer a grupos de interés determinados como puede ser la clientela. Las 
medidas externas, por el contrario, afectarán a la actuación de la com-
pañía en el mercado ante las personas consumidoras y usuarias, por una 
parte, y a la satisfacción de intereses generales, por otra, como puede ser 
la preservación del medio ambiente 13.

Precisamente la configuración de la legitimación activa en el supues-
to de la protección de un bien de interés general, como es la preserva-
ción del medioambiente, presenta cierta dificultad en relación con su 
protección, dado que se trata de la protección de intereses difusos y 
es de difícil identificación las personas afectadas y/o legitimadas para 
interponer una acción colectiva 14. No cabe obviar que la dificultad de-

11  Ibid., pp. 3 y 7; Embid Irujo, J. M., «Crisis de la empresa…», op. cit., pp. 48-49.
12  Ibid., p. 6.
13  Ibid., pp. 6-7.
14  Ibid., p. 18, observa que la dificultad en la determinación de los intereses individua-

les hace que nos aproximemos al concepto de la tutela de los intereses colectivos a través 
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viene, además, por la propia naturaleza del bien susceptible de tutela, 
dado que, en ocasiones, los intereses (difusos) no se corresponden con 
los intereses de una comunidad concreta sino con los intereses de las 
futuras generaciones de toda la humanidad. Piénsese en los vertidos que 
determinados sectores realizan en sus procesos de fabricación tanto en 
países desarrollados como en países emergentes o en vías de desarrollo.

En todo caso y a pesar de la dificultad en la determinación de los in-
tereses difusos, la legitimación activa habilitada a través de acciones co-
lectivas, a interponer por los grupos de interés de las empresas, supone 
un instrumento acreditado para consolidar los compromisos adoptados 
en el marco de la RSC, si bien, como se ha adelantado, con limitaciones 
en el plano jurídico del Derecho societario, que regula las relaciones 
jurídico privadas en un marco en el que es algo más difícil incardinar 
la protección de un interés común o general si lo ponemos en relación 
a cómo lo regulan otras ramas del derecho que articulan y protegen el 
interés general con mayor desahogo 15.

En ese sentido, la pretensión de servir al interés general mediante 
la puesta en práctica de políticas y acciones concretas de RSC en el De-
recho de sociedades, exige incorporar a este el desarrollo normativo de 
objetivos de naturaleza «institucional», sin que ello suponga descuidar 
el atender a otra finalidades y objetivos del accionariado, alineado habi-
tualmente con los intereses de la orientación «contractualista» 16.

Conforme a lo expuesto, cabe destacar que la RSC desarrolla esen-
cialmente una función social, digna de tutela jurídica por la naturale-
za de los bienes jurídicos que trata de preservar (derechos humanos, 
medioambiente) y, además, lo hace en un plano de voluntariedad, esto 
es, en un plano apoyado fundamentalmente en parámetros éticos, no 
jurídicos. Ahora bien, atendiendo al protagonismo económico-empresa-
rial y social que ciertos bienes jurídicos dignos de tutela están adoptan-
do en el contexto histórico del siglo xxi en Europa, el Derecho mercantil 
y el Derecho de sociedades, en particular, están conminados a extender 
su protección a los mencionados bienes y a ampliar la articulación de 
su tutela al plano del «deber jurídico», exigiendo al empresariado o a la 
compañía u organización dar cuenta del grado de cumplimiento de las 
acciones de RSC promovidas, con objeto de mejorar la salvaguarda de 
esos bienes vitales para la sostenibilidad del planeta, a la vez que se les 
requiere la puesta a disposición de otros instrumentos de respuesta jurí-
dica relacionados con la exigencia de responsabilidad, como puede ser 

de la interposición de acciones colectivas, donde las asociaciones, fundaciones e incluso 
los colegios profesionales ejercen un papel relevante, sin perjuicio de las limitaciones que 
esta clase de acciones tienen en el ordenamiento jurídico español, en el que se vinculan 
a una indemnización, lo que no siempre se prevé en numerosas medidas surgidas desde 
la RSC.

15  Ibid., pp. 7-8.
16  Embid Irujo, J. M., «Crisis de la empresa…», op. cit., p. 53.
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la interposición de acciones colectivas por parte de un grupo de interés 
reclamando el cumplimiento de los objetivos de RSC 17.

Otro de los retos que plantea el proceso de conceptualización de la 
RSC en este contexto socioeconómico es la concreción de la voluntarie-
dad en la adopción de sus objetivos, más allá de lo que predique la nor-
ma jurídica. En este sentido, siguiendo las observaciones de autorizada 
doctrina 18, la voluntariedad ha de construirse sobre dos fundamentos. 
Por una parte, el fundamento de la adicionalidad, esto es, llegar en su 
contenido material a cuestiones a las que no ha llegado el legislador y, 
por otra, responder al principio de la libertad al elegir o decidir adherir-
se a los objetivos o acciones de RSC, independientemente de cuál sea el 
motivo o la razón por la cual se ha adoptado esa decisión 19.

Como corolario del proceso teórico de conceptualización de la 
RSC, en las siguientes líneas nos referiremos al órgano competente 
para la adopción de los objetivos de RSC, la ejecución del acuerdo y su 
verificación.

Atendiendo a las funciones y competencias del órgano de adminis-
tración de las sociedades, principalmente, de las grandes sociedades 
cotizadas, habitualmente corresponde al consejo de administración 
adoptar la decisión de implementar una medida o acción de RSC 20. Ello 
conlleva plantearse si cabe exigir el cumplimiento de esa medida, así 
como la necesidad de establecer un procedimiento para ello, siempre 
que esas medidas o acciones integren un deber jurídico y no se trate de 
medidas programáticas adoptadas con la finalidad de reforzar el presti-
gio de la empresa 21.

Esta cuestión sujeta a debate entre nuestra doctrina más autori-
zada 22 plantea dos vías de exigencia del cumplimiento de las acciones 
de RSC al órgano de administración. La primera, haría referencia a la 
posibilidad de interponer una acción de responsabilidad social contra 
las personas administradoras, aun a riesgo de la dificultad de concretar 
el daño o perjuicio generado a la sociedad, por la limitación de deter-
minar los intereses difusos. La segunda vía haría referencia al control 

17  Bataller Grau, J., «Un concepto de Responsabilidad Social…», op. cit., p. 10.
18  Ibid., pp. 13-14.
19  Ibid., p. 14, señala que en absoluto se ve desplazada la libertad de decisión cuando 

la sociedad acoja un compromiso propio de RSC tentada por la recepción de una ayuda 
o subvención pública.

20  Fernández del Pozo, L., «La posibilidad analítica de una función objetivo prosocial 
en las sociedades de capital», La Ley mercantil, núm. 122, marzo 2025, Editorial La Ley, 
pp. 1-29, 16.

21  Bataller Grau, J., «Un concepto de Responsabilidad Social…», op. cit., p. 15.
22  Ibid., pp. 15-16. En este sentido, Embid Irujo, J. M., «Crisis de la empresa…», op. cit., 

p.  43, menciona lo dispuesto en el art. 529 ter 1.a) de la Ley de Sociedades de Capital 
(LSC), que califica de competencia indelegable del consejo de administración de las socie-
dades cotizadas la adopción de la Responsabilidad Social de la Empresa.
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judicial, con objeto de que el órgano de administración implante el 
acuerdo. Esta estrategia es poco funcional, si atendemos a la dificultad 
que deriva de recurrir a las resoluciones judiciales para hacer cumplir 
obligaciones 23.

Cabría estimar la posibilidad de que el compromiso de RSC lo adop-
tase la junta general, conforme al reparto de competencias y la inter-
vención de la junta en asuntos de gestión (art. 161 LSC). Sin embargo, 
también en este caso advertimos que el compromiso de RSC ha de in-
corporarse en la estructura del deber jurídico para que pueda exigirse 
su cumplimiento conforme al procedimiento para ello establecido. Así, 
por ejemplo, la adhesión de una multinacional a un código de compor-
tamiento de empresas proveedoras con la finalidad de garantizar unos 
estándares mínimos de actuación, que eviten el descrédito reputacional 
para la marca que se abastece en países emergentes o en vías de desarro-
llo para abaratar los costes de fabricación. Las reclamaciones por estos 
incumplimientos relacionados con la adhesión a códigos de conducta 
tienen expedita la vía del Derecho de la competencia desleal (arts. 5.1.g 
y 21 LCD), aunque la legitimación activa para la interposición de estas 
acciones no incluye a las asociaciones, corporaciones profesionales o 
representativas de intereses económicos 24.

En definitiva, la exigibilidad de la ejecución de un compromiso de 
RSC queda vinculada a la estructura del deber jurídico en el que esté 
enmarcada puesto que, de lo contrario, la calificación de compromiso 
voluntario del programa, acción u objetivo de RSC impedirían su exi-
gibilidad jurídica, en caso de incumplimiento del compromiso por no 
alcanzar el suficiente grado de vinculación con el deber ser 25.

En virtud de lo expuesto y, en particular, tomando en consideración 
la estructuración teórico-dogmática general de la RSC, es oportuno 
mencionar en esta sede y en relación con la exigibilidad, la importan-
cia de la regulación procedimental que sobre objetivos de sostenibilidad 
(derechos humanos y medioambiente) ha incorporado a nuestro orde-
namiento la ley de trasposición de la Directiva (UE) 2024/1760 del Par-

23  Ibid., p.  16, observa, además, los problemas derivados de la legitimación activa 
para interponer una acción colectiva en sede judicial.

24  Ibid., p. 17, completa la cuestión con el supuesto en que una entidad de crédito pre-
vea expresamente en sus pólizas de préstamo, para el caso de que la persona consumidora 
caiga enferma o pierda su empleo, la aplicación automática de una carencia de principal e 
intereses de 6 meses de duración. Será la persona adherida al contrato de adhesión quien, 
en virtud del vínculo contractual, pudiera exigir el cumplimiento de la cláusula.

25  Embid Irujo, J. M., «Crisis de la empresa…», op. cit., p. 52. Una interesante apro-
ximación a esta cuestión desde la perspectiva del Derecho inglés, Rühmkorf, A, «Global 
supply chain governance: the search for “what works”», Deakin Law Review, vol. 23, 
pp. 63-83, 79 y 82, defiende la importancia de la coercibilidad legal en relación con el 
cumplimiento de las acciones de RSC recogidas en los códigos de buenas prácticas y em-
prendidas por las grandes compañías en sus cadenas de suministros en países emergentes. 
Reivindica una norma legal que controle el cumplimiento de la RSC.
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lamento Europeo y del Consejo, de 13 de junio de 2024, sobre diligencia 
debida de las empresas en materia de sostenibilidad 26, temática que se 
abordará con mayor precisión en otro de los apartados.

3.  �Estándares y códigos de buen gobierno articuladores  
de la RSC. Transición del soft law al hard law

En los párrafos precedentes se ha tratado de delimitar teóricamente 
algunos de los presupuestos dogmáticos que perfilan el concepto actual 
de responsabilidad social de la empresa o, conforme a la denominación 
elegida, RSC. Sin embargo, no se ha mencionado otro de los elementos 
configuradores de la RSC con carácter esencial, esto es, el sistema de 
valores que necesariamente ha de integrar la actividad económica que 
desarrolla la sociedad o compañía y que alcanza un compromiso global 
allá donde desarrolle su actividad 27.

Ese sistema de valores de RSC será instituido voluntariamente por 
la empresa o sociedad y deberá contar con una definición de políticas 
y acciones a implementar, así como unos indicadores que faciliten el 
seguimiento de esos objetivos y sean capaces de evaluar el resultado. 
Estas premisas reflejan la dificultad de incorporar la RSC a la cultura de 
la empresa, dado que exige articular una serie de procesos en sus deci-
siones en un medio afectado en gran parte por el desconocimiento y la 
incertidumbre. Ahora bien, esa ausencia de certeza se contrarresta con 
la relevancia y transcendencia de los intereses de sus stakeholders. Y es 
que para la actividad desarrollada en un entorno competitivo y globali-
zado como el actual, las expectativas de los grupos de interés en relación 
con la RSC de una determinada empresa adquieren una importancia 
esencial, dado que un mínimo error en su proceso de implementación 
puede derivar en el desprestigio en los mercados y afectar a su sosteni-
bilidad futura 28.

Esa circunstancia ha derivado en el hecho de que en los últimos 
años hayan surgido diferentes iniciativas para facilitar el proceso de im-
plementación de la RSC en las grandes empresas fundamentalmente, 
procurando y habilitando documentos de naturaleza diversa. Así, los 
distintos documentos que recogen principios y estándares de compor-

26  Por la que se modifican la Directiva (UE) 2019/1937 y el Reglamento (UE) 
2023/2859.

27  Bataller Grau, J., «Desmontando tópicos…», op. cit., p. 3; «Noción, objeto y fuentes 
de la responsabilidad social y la sostenibilidad», en Bataller Grau, J. y Boquera Matarre-
dona, J., (dirs.), Responsabilidad social y sostenibilidad: El marco de actuación de la empre-
sa, Tirant lo Blanch, 2023, p. 44 y ss.

28  Ibid., pp. 15-16; Vázquez Albert, D. «Sostenibilidad y deber de diligencia de empre-
sas y administradores: de soft law a hard law», De Iure Mercatus. Libro Homenaje al Prof. 
Dr. hc Alberto Bercovitz Rodríguez-Cano. Tirant lo Blanch, 2023. pp. 2721-2735, 2725.
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tamiento, códigos de conducta y buen gobierno, guías, acuerdos marco, 
etcétera.

Atendiendo precisamente a la información específica requerida so-
bre las cuestiones relacionadas con la RSC y con objeto de examinar y 
analizar su impacto, la legislación ha incorporado una serie de docu-
mentos que facilitan la recogida de esa información acerca de factores 
sociales y medioambientales en los informes de información no finan-
ciera y diversidad. Así, las grandes compañías cotizadas del IBEX 35 han 
de presentar necesariamente todos los años estos informes ante el regu-
lador español, la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV), 
conforme a la obligación que articula en nuestro ordenamiento la Ley 
11/2018, de 28 de diciembre, por la que se modifica el Código de Comer-
cio, la Ley de Sociedades de Capital y la Ley de Auditoría de Cuentas 29 y 
que da cuenta del alcance de los objetivos de RSC de nuestras empresas, 
fundamentándose en valores, principios, estándares y guías elaborados 
y presentados por distintos organismos nacionales e internacionales, y 
que pasamos a referenciar seguidamente.

3.1.  Principios y estándares de la RSC

Los estándares de RSC son documentos que recogen el comporta-
miento esperado de una empresa con una proyección más allá del área 
geográfica o sector económico en que la compañía desarrolla su activi-
dad. En este sentido, los estándares han sido alcanzados por consenso 
de los diferentes grupos de interés que estructuran el entorno de la em-
presa (personal trabajador, personas consumidoras y usuarias, grupos 
de inversión, etc.), procurando, además, una serie de indicadores y una 
metodología para la posterior evaluación de la política de RSC 30. Segui-
damente destacamos los de mayor relevancia.

29  Bataller Grau, J., «Desmontando tópicos…», op. cit., p. 4, critica la abundantísima 
y creciente información que recogen estos informes poniendo en duda su funcionalidad 
en relación con el deber de transparencia de la RSC, proponiendo la fusión de los elemen-
tos de RSC de este informe de información no financiera con los del informe de gobierno 
corporativo, de más larga tradición en España.

30  Fernández Liesa, C. R., «Reflexiones en torno a las empresas en el Derecho inter-
nacional», en Ruíz Muñoz, M. y de la Vega Justribó, B. (dirs.), Responsabilidad Social 
Corporativa (RSC). Economía colaborativa y cumplimiento normativo, Editorial Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2019, pp. 223-232, 230; Bataller Grau, J., «Desmontando tópicos…», 
op. cit., p. 16; Martínez-Echevarría, A., «El fomento del equilibrio en el gobierno corpora-
tivo y la promoción de la sostenibilidad por medio de él», AA. VV., en Martínez-Echevarría 
García de Dueñas, A. (dir.), Interés social y gobierno corporativo sostenible: deberes de los 
administradores y deberes de los accionistas, Thomson Reuters Aranzadi, 2022, en pp. 25-
35, p. 33.

file:///O:/Catalogo/libros/emparanza_meijomil/sostenibilidad_gestion_sociedades/Producc/originales/Capitulos/javascript:Redirection('LE0000634832_Vigente.HTML')
file:///O:/Catalogo/libros/emparanza_meijomil/sostenibilidad_gestion_sociedades/Producc/originales/Capitulos/javascript:Redirection('LE0000634832_Vigente.HTML')
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a)  Global Reporting Initiative

Como se ha adelantado y sin ánimo exhaustivo mencionaremos al-
gunos de los estándares de RSC, refiriéndonos, en primer lugar, al Glo-
bal Reporting Initiative (GRI), proyecto instituido en Boston en 1997 31, 
cuya finalidad es la propuesta de una metodología para la elaboración 
de las memorias de sostenibilidad de amplia implantación en relación 
con el medioambiente 32. De esta manera, la información que se recoge 
puede ser consistente, comparable y útil.

Los estándares GRI se sustentan en una serie de principios para de-
finir el contenido y la calidad de la información relativa a la empresa o 
compañía. Así se incluyen los grupos de interés, el contexto de sosteni-
bilidad, materialidad y exhaustividad. De estos principios derivan los 
estándares universales y singulares, clasificándose estos últimos en: eco-
nómicos, medioambientales y sociales. La adhesión a estos principios 
puede ser completa o parcial 33.

b)  Naciones Unidas (UN)

Además de este tipo de iniciativas privadas, el trabajo desarrollado a 
nivel institucional ha sido también esencial. No cabe tratar la cuestión 
de la sostenibilidad global sin mencionar Naciones Unidas, dado que la 
importante labor desarrollada en su seno supera las severas críticas que 
en ocasiones ha recibido la institución 34.

Atendiendo al marco establecido para el desarrollo de este trabajo, 
focalizaremos, entre sus numerosas actuaciones, los principios deriva-
dos de tres de ellas: el Pacto Global, los Principios Rectores de las Nacio-
nes Unidas sobre las empresas y los derechos humanos y los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible.

i)	 El Pacto Global, alcanzado en el World Economic Forum de Davos 
en 1999, articula los 10 principios más relevantes agrupados en cuatro 
áreas (derechos humanos, trabajo, medio ambiente y anticorrupción). 
Principios que ha de respetar una empresa o compañía que se adhiere 
al Pacto y que configuran la traslación de los compromisos suscritos en 
determinados convenios internacionales. A pesar de la importancia de la 

31  Promovieron los estándares determinadas agrupaciones sin ánimo de lucro: Coa-
lition for Environmentally Responsiblely Economies (CERES), el Instituto Tellus y el Pro-
grama de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), con objeto de que las 
empresas asumieran un comportamiento medioambiental responsable.

32  España recomienda la utilización de los estándares de este índice.
33  Bataller Grau, J., «Desmontando tópicos…», op. cit., pp. 16-17.
34  Ibid., p. 17.
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adhesión a estos principios, ha sido reiteradamente denunciada la falta 
de herramientas de control en el cumplimiento del Pacto 35.

ii)	 Los Principios Rectores de las Naciones Unidas sobre las em-
presas y los derechos humanos 36 están adquiriendo una importancia 
creciente en el marco de la RSC, siendo adoptados por otros estándares 
de referencia de los derechos humanos (Líneas Directrices de la OCDE 
para Empresas Multinacionales). Tampoco estos principios han estado 
exentos de crítica por la vaguedad en la respuesta a las violaciones de los 
derechos humanos en que puedan incurrir algunas empresas 37.

iii)	 Agenda 2030 (2015) 38. La Agenda está integrada por un conjunto 
de 17 objetivos de desarrollo sostenible globales (ODS) 39 para erradicar 
la pobreza, proteger el planeta y asegurar la prosperidad global como 
parte de una nueva agenda de desarrollo sostenible. Estos nuevos objeti-
vos instan a todos los países, ya sean ricos o pobres, a adoptar medidas 
para promover la prosperidad, al tiempo que protegen el planeta. Estos 
retos, además de interpelar a los estados y a los gobiernos, interpelan al 
sector privado de las empresas y organizaciones empresariales, a quie-
nes se implicó en su elaboración, como operadores decisivos en la cons-
trucción de sociedades prósperas e igualitarias 40.

c)	 Organización Internacional del Trabajo (OIT) y la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE)

Por razones de extensión del trabajo, prescindimos hacer referencia 
exhaustiva de todas las organizaciones influyentes en la construcción e 
implementación de acciones de RSC en las empresas. Sin embargo, es 
de interés hacer mención tanto a la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT) como a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE). La OIT, en calidad de agencia de las UN, ha tenido 

35  Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Declaración de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo relativa a los principios y derechos fundamentales en el 
trabajo, la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo a los que se ha 
añadido la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.

36  Principios Ruggie, así denominados por ser su relator e impulsor.
37  Fernández Liesa, C. R., «Reflexiones en torno…», op. cit., pp.  230-231; Bataller 

Grau, J., «Desmontando tópicos…», op. cit., pp.  17-18, destaca la importancia de estos 
principios, en particular, aquellos que permiten deducir obligaciones positivas para las 
empresas, como la existencia de una due diligence para prevenir y evitar actuaciones que 
puedan calificarse de violación de los derechos humanos. Esto es, construir la noción de 
«diligencia razonable» para abordar la responsabilidad sobre su conculcación.

38  Agenda aprobada por más de 150 personas representantes de los estados y gobier-
nos reunidos en Nueva York en la Cumbre del Desarrollo Sostenible.

39  Los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) tienen como antecedente los Objeti-
vos de Desarrollo del Milenio (ODM), lanzados por NU en el año 2000, con el objetivo de 
reducir en 15 años la pobreza extrema, facilitar el acceso a la enseñanza básica a los niños 
de todo el planeta, promover la igualdad de género, reducir la mortalidad infantil, luchar 
contra enfermedades como el VIH y trabajar contra el cambio climático.

40  Bataller Grau, J., «Desmontando tópicos…», op. cit., pp. 18-19.
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una gran relevancia en la instauración de algunos principios de RSC. 
Así, se nos recuerda su adhesión a la Agenda 2030, con el objetivo de 
contribuir a promover unas condiciones más propicias para el «trabajo 
decente», un crecimiento económico inclusivo y el desarrollo social. Por 
su parte, entre los logros de la OCDE, cabe mencionar la elaboración de 
las Líneas Directrices para  Empresas  Multinacionales, la Convención 
para la lucha contra el soborno de funcionariado público extranjeros 
en las transacciones comerciales internacionales y los Principios de Go-
bierno Corporativo 41.

d)  Unión Europea

La Unión Europea (UE), como institución política integradora de los 
principios y valores fundamentales de la RSC, es otro de los agentes que 
nos concierne mencionar en relación con esta temática, en particular, 
por el ingente desarrollo normativo que emana de sus fuentes materiales 
y por la incidencia que ello tiene en la actividad económico empresarial 
de las compañías europeas tanto en la Unión como más allá de sus fron-
teras, conforme a la normativa recientemente promulgada (Directiva 
2024/1760 de sostenibilidad).

A ese respecto y en particular por la defensa férrea que hacemos del 
desarrollo de la RSC que ha venido impulsando la Unión en los últimos 
tiempos, procede recordar en este apartado los valores fundamentales 
que inspiraron la creación de la propia Unión (art. 2 Tratado de la Unión 
Europea —TUE—), como son el respeto de la dignidad humana, la liber-
tad, la democracia, la igualdad, el Estado de Derecho y el respeto a los 
derechos humanos, principios todos ellos consagrados en la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la UE (Carta).

Igualmente, conviene recordar, aun conociendo el debate suscitado 
en el seno de la Unión 42, que esta optó en el momento de su creación y 
sigue optando en la actualidad por promover una Europa social, com-
prometiéndose a modernizar la economía social de mercado europea y a 
lograr una transición justa hacia la sostenibilidad, respetando el medio 
ambiente, consolidando derechos sociales y promoviendo condiciones 

41  Ibid., pp. 19-20.
42  La institucionalización del derecho privado a través de la normativa vinculante de 

naturaleza pública. En este sentido, Jiménez-Piernas García, A., «La maduración jurídico-
vinculante de la RSE en el derecho de la UE: de la mera voluntariedad al compliance», en 
Ruiz Muñoz, M. y de la Vega Justribó, B. (dirs.), Responsabilidad Social Corporativa (RSC). 
Economía colaborativa y cumplimiento normativo, Tirant lo Blanch, 2019, pp. 235-252, 
241, observa un desbordamiento de la RSE en el Derecho de la UE advirtiendo una evolu-
ción de la mera voluntariedad al compliance.
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de trabajo justas en su entorno, sin olvidar el respeto a esos derechos 
en las cadenas de valor de suministros mundiales 43 y al trabajo digno 44.

Así, la UE, fiel a sus principios y valores, ha ido aportando diferen-
tes documentos y normas que afectan a la Responsabilidad Social de la 
Empresa o RSC, que han ejercido y seguirán ejerciendo una influencia 
esencial en los Estados miembros que la integran. Entre los documentos 
específicos desarrollando la RSC cabe mencionar los siguientes:

i)	 El Libro Verde de 2001 45 constituyó la guía fundamental para 
fomentar un marco europeo para la responsabilidad social de las em-
presas, incorporando, entre otras muchas directrices, la definición de 
RSE. En este sentido, la definió como «la integración voluntaria, por 
parte de las empresas, de las preocupaciones sociales y medioambienta-
les en sus operaciones empresariales y en sus relaciones con los grupos 
de interés».

ii)	 La Comunicación sobre «Estrategia renovada de la UE para 
2011-2014 sobre la  responsabilidad social de las empresas» 46, destacó 
por incorporar una novedad a la definición de RSE, integrando en su 
definición que se tuvieran en cuenta preferentemente las acciones de las 
empresas con incidencia relevante en la comunidad en la que desarro-
llasen su actividad. Así, se definió la RSE como «la responsabilidad de 
las empresas por su impacto en la sociedad».

iii)	 La Directiva 2014/95/UE del Parlamento Europeo y del Conse-
jo en lo que respecta a la divulgación de información no financiera e 
información sobre diversidad 47 por parte de determinadas empresas y 
grupos, ha resultado una norma que, si bien restringe su ámbito de apli-
cación a grandes empresas que sean entidades de interés público y a las 
entidades de interés público que sean empresas matrices de un gran gru-
po, estructuró una metodología focalizada en mejorar la coherencia y la 
comparabilidad de la información no financiera divulgada en la Unión 
y que en los años venideros constituirá un nuevo marco de compara-
bilidad de la RSC de las empresas europeas cuya actividad económica 
desarrollen dentro y fuera de la Unión.

iv)	 La Directiva (UE) 2022/2381 relativa a un mejor equilibrio de 
género entre los administradores de las sociedades cotizadas 48.

43  Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Eco-
nómico y Social Europeo y al Comité de las Regiones del Plan de Acción en materia de 
Integración e Inclusión para 2021-2027 (COM [2020] 758 final).

44  Comunicación de 23 de febrero de 2022. COM (2022) 66 final.
45  COM (2001) 366 final.
46  COM (2011) 681 final.
47  DO L 330 15-11-2014.
48  DOUE-L-2022-81801.
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Como se ha adelantado y de conformidad con el art. 2 del TUE, la 
igualdad es un valor fundamental de la Unión y es común a todos los 
Estados miembros, en una sociedad caracterizada por el derecho a 
la igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres. Así, en virtud del 
art. 3.3 del TUE, la Unión debe fomentar inexcusablemente la igualdad 
entre mujeres y hombres desde una perspectiva global, sin perjuicio de 
que este principio sea más sencillo de supervisar en el espacio común.

El art. 157.3 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea 
(TFUE) 49 confiere igualmente al Parlamento Europeo y al Consejo atri-
buciones para adoptar medidas destinadas a garantizar la aplicación del 
principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato para hom-
bres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación.

Con objeto de garantizar en la práctica la plena igualdad entre hom-
bres y mujeres en la vida laboral, el art. 157.4 del TFUE autoriza accio-
nes positivas permitiendo a los Estados miembros mantener o adoptar 
medidas que ofrezcan ventajas concretas destinadas a facilitar al sexo 
menos representado el ejercicio de actividades profesionales o a evitar 
o compensar desventajas en sus carreras profesionales. El art. 23 de la 
Carta establece, asimismo, que la igualdad entre mujeres y hombres ha 
de garantizarse en todos los ámbitos y que el principio de igualdad no 
impide el mantenimiento o la adopción de medidas que supongan ven-
tajas concretas en favor del sexo menos representado 50.

Fundamentándose en el principio de igualdad de género y en la 
igualdad de oportunidades en el acceso al empleo y a los órganos de de-
cisión en el ámbito público y privado y, en particular, en el ámbito de las 
grandes empresas, la Comisión aprobó finalmente en 2022 la Directiva 
2022/2381 de equilibrio de género, cuyo antecedente fue la Propuesta de 
Directiva de equilibrio de género en los órganos de administración de 
las sociedades cotizadas de 2012 51, transformando mediante esta herra-

49  DO C 202 07-06-2016.
50  En este sentido, el reconocimiento que el Tribunal de Justicia de la Unión Europea 

(TJUE) hace al estipular los criterios que deben cumplirse con el fin de conciliar los dos 
conceptos de igualdad formal de trato y acción positiva destinados a lograr la igualdad de 
hecho. Entre la jurisprudencia del alto tribunal europeo, destacamos las sentencias de los 
casos Kalanke de 17 de octubre de 1995 (C-450/93) y Marschall de 11 de noviembre de 1997 
(asunto C-409/95), en las que el TJUE declaró que la legislación comunitaria no se oponía 
a una norma nacional que obligase a promover prioritariamente a las candidatas feme-
ninas en aquellos casos en los que las mujeres fuesen menos numerosas que los hombres 
en un sector de actividad («discriminación positiva»), siempre que la ventaja no fuese au-
tomática y que se garantizase a los candidatos masculinos un examen de su candidatura 
sin ser excluidos a priori.

51  La Directiva de equilibrio de género en los órganos de administración de las em-
presas es la sucesora de la Propuesta de Directiva destinada a mejorar el equilibrio de 
género entre las personas administradoras ejecutivas de las sociedades cotizadas, que se 
intentó aprobar en 2012 [COM (2012) 614 final], resultando un intento fallido hasta ser 
superado en 2022.
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mienta jurídica la discrecionalidad en la selección de mujeres al consejo 
en imperatividad, dado que incorpora un sistema de cuota mínimo para 
el sexo infrarrepresentado en los consejos de administración de las gran-
des empresas, que más adelante se tratará en detalle.

De esta manera, se ha superado una situación dispar sobre esta cues-
tión en el entorno de la Unión. La razón de esa desigualdad radicaba 
en que en algunos Estados miembros la incorporación de mujeres a los 
consejos era una recomendación que adolecía de coercibilidad, mien-
tras que en otros Estados miembros existía una cuota imperativa a cum-
plir. Entre los Estados miembros que carecían de normativa imperativa, 
estaba España, que había integrado en el ordenamiento la regulación de 
la cuestión del equilibrio de género en los consejos de administración de 
las sociedades cotizadas a través de diversos mecanismos, entre ellos, 
a través del art. 75 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres, en el marco de la responsabi-
lidad social de la empresa. Asimismo, a través del mecanismo autorre-
gulatorio de las recomendaciones o soft law (recomendación núm. 15 
del Código de Gobierno de las Sociedades Cotizadas —CBGSC—), y me-
diante el mecanismo de las normas programáticas de la LSC (arts. 529 
bis y 529 ter en su redacción de la Ley 31/2014 de mejora de gobierno 
corporativo).

La aprobación y la reciente trasposición 52 de la Directiva (UE) 
2022/2381 de equilibrio de género, supondrá la uniformización del equi-
librio de género en los consejos de administración de las grandes so-
ciedades cotizadas en el espacio europeo y facilitará la inversión y los 
traslados transfronterizos de los centros de decisión en Europa 53.

v)	 La Directiva (UE) 2024/1760 del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 13 de junio de 2024, sobre diligencia debida de las empresas en 
materia de sostenibilidad 54.

Esta norma de naturaleza vinculante para todos los Estados miem-
bros de la Unión ha supuesto un antes y un después en materia de sos-
tenibilidad medioambiental y derechos humanos para las empresas. 
Atendiendo a la circunstancia de que ambas cuestiones conforman los 
fundamentos en los que se apoyan las acciones de RSC, entendemos 
que la mencionada norma incidirá profundamente en los desarrollos 

52  Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto, de representación paritaria y presencia equi-
librada de mujeres y hombres (BOE-A-2024-15936).

53  Fernández-Tresguerres García, A., «La digitalización y movilidad de sociedades 
en Derecho Europeo», Revista de Derecho de Sociedades, núm. 58/2020, BIB 2020\9289, 
pp. 1-46, 3; Pérez Troya, A., «La Directiva sobre transformaciones, fusiones y escisiones 
transfronterizas: Una primera aproximación, con particular referencia a la tutela de los 
socios», Revista de Derecho de Sociedades, núm. 58, 2020, BIB 2020\9270, pp. 1-47, p. 8.

54  DOUE-L-2024-81037.
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normativos y procedimentales del Derecho de sociedades y de la RSC en 
los próximos años en la Unión.

A pesar de que se ha mencionado reiteradamente que los derechos 
humanos (DDHH) y la sostenibilidad medioambiental han conformado 
dos pilares fundamentales de comunicaciones, directivas y reglamentos 
de la UE, ha sido en 2024 cuando definitivamente se ha aprobado la 
Directiva (UE) 2024/1760, mediante la cual se implementa un procedi-
miento y un sistema de supervisión y sanción sobre el respeto a esas dos 
materias, que permitirá la transformación en normas jurídicas vincu-
lantes de algunos de los mencionados principios, valores y estándares 
voluntarios correspondientes a la RSC.

Con la promulgación de la Directiva de sostenibilidad, la UE vuel-
ve a trasformar la naturaleza dispositiva de las cuestiones de RSC en 
mandatos imperativos para las grandes empresas europeas, superando 
el principio comply or explain 55, solicitándoles que velen por los dere-
chos humanos y el medioambiente en relación con las actividades de las 
empresas suministradoras de su cadena de valor, establecidas y perte-
necientes en su mayoría a países emergentes o en vías de desarrollo. La 
aprobación de esta directiva emerge como un revulsivo de primer orden 
en la evolución que experimentará la RSC de las grandes empresas eu-
ropeas en la próxima década.

Más adelante se analizará con mayor profundidad las modificacio-
nes que a este respecto conllevará la aprobación de la debatida directiva 
europea.

e)  Derecho interno

Siendo la RSC el hilo conductor de este trabajo en relación con tres 
cuestiones concretas, por una parte, la igualdad de género en los órga-
nos de decisión de las grandes empresas, así como la cuestión de los 
DDHH y la sostenibilidad del medio ambiente, por otra, en los siguien-
tes apartados, mencionaremos exclusivamente la normativa interna que 
les afecta, sin perjuicio de su articulación normativa e integración en un 
corpus jurídico mucho más amplio y complejo.

i)	 Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva 
de mujeres y hombres (LOI) 56.

La LOI supuso en el momento de su aprobación un decidido paso en 
favor de la igualdad (efectiva) en España. La norma se apoyó en el prin-
cipio constitucional del derecho a la igualdad y a la no discriminación 
por razón de sexo de la Constitución (art. 14 CE), y consagró la obliga-
ción de los poderes públicos de promover las condiciones para que la 

55  Jiménez-Piernas García, A., «La maduración…», op. cit., p. 253.
56  BOE-A-2007-6115.

file:///O:/Catalogo/libros/emparanza_meijomil/sostenibilidad_gestion_sociedades/Producc/originales/Capitulos/javascript:Redirection('LE0000242473_Vigente.HTML')
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ELENA LEIÑENA MENDIZÁBAL

180

igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y 
efectivas (art. 9.2 CE) 57.

Así, la legislación estatal de igualdad efectiva de mujeres y hombres 
articuló en el marco de RSE de la LOI la realización voluntaria por parte 
de las empresas de acciones positivas en materia de igualdad (art. 75) 58. 
Ello significó que las empresas y las grandes compañías focalizasen, en-
tre sus estrategias orientadas a la satisfacción de sus grupos de interés, 
políticas y planes de igualdad, con objeto de elevar el grado de satisfac-
ción de todos sus stakeholders y, en consecuencia, garantizar la sosteni-
bilidad y permanencia en el tráfico económico 59.

Y es que la RSE mejoraba la posición de una empresa respecto a 
empresas competidoras vía reputacional, atrayendo inversiones intere-
sadas en las políticas de la compañía en cuestiones sociales, medioam-
bientales y de buen gobierno como modelos de calidad de gestión. Preci-
samente en ese marco es en el que, conforme a la LOI, cabría integrar la 
implementación de las políticas y estrategias de igualdad en la empresa, 
como herramienta generadora de un valor añadido 60.

En ese sentido, cabe recordar que la LOI estableció un plazo de 
ocho años para que las sociedades mercantiles (las obligadas a presen-
tar cuenta de pérdidas y ganancia no abreviada) procurasen dotarse de 
unos consejos en el que al menos un 40 por ciento de miembros fueran 
del sexo infrarrepresentado (art. 75) 61.

57  Leiñena Mendizábal, E., «Mujer y empresa: análisis jurídico de la perspectiva de 
género en los órganos de decisión empresarial». Revista de Derecho Privado, núm. 5, (sep-
tiembre-octubre) 2020, pp. 3-28, 13.

58  En ese sentido, Campuzano Laguillo, A. B., «La igualdad de género en el acceso a 
los puestos de responsabilidad en las sociedades de capital», en Campuzano Laguillo, A. B.; 
Pérez Troya, A. (dirs.), Gobierno corporativo e igualdad de género. Realidad y tendencias 
regulatorias actuales, Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, pp. 26-82, 27, destaca que la res-
ponsabilidad social de la empresa (RSE) indica el compromiso voluntario de una organi-
zación, sociedad o empresa con la sociedad, el medio ambiente y el desarrollo sostenible.

59  Blasco Vázquez, J. L., «Novedades del Código de Buen Gobierno de las empresas 
cotizadas en materia de Responsabilidad Social Corporativa», en Martínez Garrido (dir.), 
Buen gobierno de las fundaciones, La Ley, Madrid, 2015, pp. 325-342, 327 y 330; Rodríguez 
González, A., «Buen gobierno y equidad de género en los Consejos de administración de 
las sociedades mercantiles», en Torres Carlos, M. R. (coord.), Fernández Albor Baltar, A. 
y Pérez Carrillo, E. F. (dirs.), Actores, actuaciones y controles del buen gobierno societario 
y financiero, Marcial Pons, Madrid, 2018, en pp. 367-383, p. 379.

60  Abella Rubio, R., «La Responsabilidad Social Corporativa en las empresas (RSC)», 
en Martínez Garrido (dir.), Buen gobierno de las fundaciones, La Ley, Madrid, 2015, 
pp. 343-371, 358. En este sentido, Retolaza Ávalos, J. L. y San José Ruíz de Aguirre, L., 
«Contabilidad social para el bien común», Responsabilidad Social de la Empresa, núm. 29, 
2018, pp. 95-122, 98, defienden el desarrollo de una contabilidad social en las organizacio-
nes que procure un tipo de información, donde de forma clara los diferentes stakeholders 
puedan analizar cómo corresponde dicha organización en relación con sus intereses y, en 
base a esa información decidan cómo interaccionar con ella.

61  Art. 75 LOI: «Las sociedades obligadas a presentar cuenta de pérdidas y ganancias 
no abreviada procurarán incluir en su Consejo de administración un número de mujeres 
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Sin embargo, este modelo de derecho blando tuvo escaso éxito, dado 
que las sociedades cotizadas llegaron a un promedio escaso de 13,5 por 
ciento de consejeras en 2013. En todo caso y a pesar de que el mode-
lo se reveló menos eficaz que los sistemas de cuotas vinculantes que 
iban implantándose en otros países como Francia, Italia y Alemania, el 
modelo fue desarrollándose mediante reformas regulatorias sucesivas 
que incorporaban nuevas normas de naturaleza programática en la LSC 
(arts. 529 bis y 529 ter en su redacción de la Ley 31/2014 de mejora de 
gobierno corporativo) y normas de naturaleza vinculante en relación 
con las obligaciones de información no financiera y diversidad a reca-
bar y publicar por parte de las grandes empresas (RD-ley 18/2017, Ley 
11/2018). Finalmente, la aprobación de la Directiva (UE) 2022/2381, 
traspuesta a nuestro ordenamiento interno por la Ley Orgánica 2/2024, 
de 1 de agosto, de representación paritaria y presencia equilibrada de 
mujeres y hombres 62, protagonizó el cambio de modelo que una parte de 
la doctrina española 63 venía reclamando con escaso éxito 64.

ii)  Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible 65

Reiteradamente se ha mencionado la circunstancia de que la RSE/
RSC no está sistemáticamente regulada en el ordenamiento jurídico 

que permita alcanzar una presencia equilibrada de mujeres y hombres en un plazo de 
ocho años a partir de la entrada en vigor de esta Ley».

La Disposición adicional primera de la Ley delimita el concepto de presencia equili-
brada de mujeres y hombres. A este respecto, recoge como presencia o composición equi-
librada: «A los efectos de esta Ley, se entenderá por composición equilibrada la presencia 
de mujeres y hombres de forma que, en el conjunto a que se refiera, las personas de cada 
sexo no superen el sesenta por ciento ni sean menos del cuarenta por ciento».

Un estudio en profundidad de esta articulación en Leiñena Mendizábal, E., «Mujer y 
empresa…», op. cit., pp. 17-22.

62  BOE-A-2024-15936.
63  Embid Irujo, J. M. y del Val Talens, P., «La responsabilidad social corporativa…», 

op. cit., p. 78; Sala Andrés, A., «La incorporación de la mujer en los consejos de adminis-
tración un análisis sobre las recomendaciones ad hoc del Código de buen gobierno», en 
Campuzano Laguillo, A. B. y Pérez Troya, A. (dirs.), Gobierno corporativo e igualdad de gé-
nero. Realidad y tendencias regulatorias actuales, Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, pp. 211-
239, 223; Huerta Viesca, M.ª I., Las mujeres en la nueva regulación de los consejos de admi-
nistración de las sociedades mercantiles españolas, Aranzadi, Cizur Menor (Navarra), 2009, 
p. 259 y ss.; «La composición equilibrada de género en los consejos de administración en-
tre la Ley Orgánica 3/2007 de igualdad, su proyectada reforma, y la Ley 11/2018, de 28 de 
diciembre, en materia de información no financiera y diversidad», en Campuzano Laguillo, 
A. B. y Pérez Troya, A. (dirs.), Gobierno corporativo e igualdad de género. Realidad y tenden-
cias regulatorias actuales, Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, pp. 97-123; Escribano Gamir, 
M.ª C., «Igualdad de género y poder de decisión en el gobierno corporativo en España, 
doce años después de la promulgación de la Ley 3/2007 para la igualdad efectiva de hom-
bre y mujeres», en Campuzano Laguillo, A. B. y Pérez Troya, A. (dirs.), Gobierno corporativo 
e igualdad de género. Realidad y tendencias regulatorias actuales, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2019, pp. 125-158. Leiñena Mendizábal, E., «Mujer y empresa…», op. cit., p. 20 y ss.

64  Pérez Troya, A., «Las nuevas obligaciones de composición equilibrada de género de 
los consejos de administración», La Ley Mercantil, núm. 119 diciembre 2024, pp. 1-29, 4.

65  BOE-A-2011-4117.

file:///O:/Catalogo/libros/emparanza_meijomil/sostenibilidad_gestion_sociedades/Producc/originales/Capitulos/javascript:Redirection('LE0000446531_Vigente.HTML')
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interno, e incluso se duda de la conveniencia de la regulación de esta 
materia.

Sin embargo, una norma de derecho interno que constituyó un pun-
to de inflexión y de referencia obligado sobre la materia es la Ley 2/2011, 
de 4 de marzo, de Economía Sostenible (LES), norma que ha tipificado 
la RSE/RSC como una institución poliédrica con sustantividad propia. 
En este sentido, es de obligada referencia el art. 39 de la LSC, que otorga 
a la RSE esa sustantividad propia bajo la denominación de «Promoción 
de la responsabilidad social de las empresas» 66.

Así, el art. 39 de la LES instituye un mandato a los poderes públicos 
para que incentiven a las empresas, organizaciones e instituciones pú-
blicas o privadas, especialmente a las pequeñas y medianas y a las em-
presas individuales, a incorporar o desarrollar políticas de responsabi-
lidad social, contribuyendo para ello en el estímulo a estudios y análisis 
sobre el impacto social de esas políticas.

Los mencionados estudios han de seguir los estándares internacio-
nales y los indicadores de evaluación de los compromisos adoptados con 
lo local y el medioambiente, respeto a los derechos humanos, mejora de 
las relaciones laborales, promoción de la integración de la mujer, de la 
igualdad efectiva entre mujeres y hombres, de la igualdad de oportuni-
dades y accesibilidad universal de las personas con discapacidad y del 
consumo sostenible, todo ello de acuerdo con las recomendaciones que, 
a este respecto, haga el Consejo Estatal de la Responsabilidad Social 
Empresarial (CERS).

La previsión normativa se refiere también a que las políticas aplica-
das y sus resultados se pueden hacer públicos anualmente y, en el caso 
de las grandes sociedades anónimas, con más de 1000 personas asalaria-
das, se exige comunicar el informe al CERS.

De esta relevante previsión legal derivaron numerosos y diversos 
documentos institucionales diseñando modelos de información a pre-
sentar por las empresas y sociedades, cuya exigencia más adelante se 
consolidó como consecuencia de su integración en la normativa legal. 
Así, por ejemplo, el informe de gestión (arts. 49 CCom y 262 LSC) y el 
informe anual de gobierno corporativo (art. 540 LSC) 67.

iii)	 Ley 11/2018, de 28 de diciembre, en materia de información no 
financiera y diversidad 68.

Finalmente, es obligado citar en este apartado la Ley 11/2018, de 28 
de diciembre, cuyos preceptos modificaron determinadas normas rele-

66  Bataller Grau, J., «Un concepto de Responsabilidad Social…», op. cit., p. 3.
67  Embid Irujo, J. M. y del Val Talens, P., «La responsabilidad social corporativa…», 

op. cit., p. 79.
68  BOE-A-2018-17989.
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vantes del Derecho mercantil español, a saber, el Código de Comercio, 
el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, y la Ley 22/2015, de 20 de 
julio, de Auditoría de Cuentas, en materia de información no financiera 
y diversidad 69.

Esta ley traspuso a nuestro ordenamiento jurídico la mencionada 
Directiva 2014/95/UE, sobre información no financiera y diversidad, por 
la que se modificó la Directiva 2013/34/UE en lo que respecta a la divul-
gación de información no financiera e información sobre diversidad, 
norma comunitaria que restringió la presentación de información no 
financiera a las grandes empresas y grupos, y se focalizó en mejorar la 
coherencia y la comparabilidad de la información no financiera divulga-
da en la Unión, constituyendo un importante catalizador del contenido 
de la responsabilidad social de la empresa en el espacio europeo 70.

De la Ley 11/2018 cabe referir las modificaciones incorporadas al 
art. 49 del Código de comercio (CCom), relativas a la información de na-
turaleza no financiera. En este sentido, por razón de la materia de este 
trabajo, es de interés mencionar que la referida disposición articula la 
inclusión en los informes de información no financiera aquella relativa 
a las diversas políticas de responsabilidad social, riesgos y resultados 
de esa gestión, así como la información procurada por los indicado-
res internacionales del Global Reporting Iniciative (GRI), ampliando en 
todo caso la información a cuestiones sociales, como la igualdad entre 
mujeres y hombres y la cuestión medioambiental, en particular, a los 
grupos de empresas y sociedades con obligación de presentar balances 
consolidados 71.

3.2.  Los códigos de buen gobierno

La sostenibilidad de la empresa no es un concepto nuevo en la econo-
mía y en el entorno empresarial, al contrario, es un concepto económi-
co empresarial estudiado desde hace tiempo y desde diversas vertientes 
que, además, se ha ido desarrollando junto al proceso evolutivo de la ti-
pología de las sociedades, principalmente de la sociedad anónima. Hace 
un siglo ya se consideraba que el interés de la gran empresa transcendía 

69  Ley que resulto trasunto del Real Decreto-ley 18/2017, de 24 de noviembre, por el 
que se modifican el Código de Comercio, el texto refundido de la Ley de Sociedades de 
Capital aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, y la Ley 22/2015, de 20 
de julio, de Auditoría de Cuentas, en materia de información no financiera y diversidad. 
La Torre Chiner, N., «La responsabilidad social en la empresa en la normativa europea y 
española», en Bataller Grau, J. y Boquera Matarredona, J. (dirs.), Responsabilidad social y 
sostenibilidad: El marco de actuación de la empresa, Tirant lo Blanch, 2023, p. 79.

70  Bataller Grau, J., «Un concepto de Responsabilidad Social…», op. cit., p. 4.
71  Ibid., p. 9.
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el legítimo derecho de propiedad del accionariado, consideración que 
ha ido transformándose hasta llegar a la concepción actual de la RSC, 
como política de incorporación a la empresa de la transcendencia social 
de su actividad.

En ese sentido, en lo que se refiere a la RSC, su evolución en nuestro 
país, desde finales del siglo xx hasta la actualidad, es que esa política 
se ha ido articulando en los códigos de buen gobierno de las grandes 
sociedades cotizadas que, desde hace bastantes años, incorporan la sos-
tenibilidad de la empresa en el marco normativo específico de la política 
de responsabilidad social corporativa focalizándola en materias sociales 
y medioambientales 72.

Intentando avanzar en la evolución que la concepción de RSC ha 
tenido en el ámbito corporativo, hemos de atender a la continua referen-
cia a planteamientos relativos a la responsabilidad social de la empresa 
que promueven e integran la praxis corporativa de los órganos de admi-
nistración de las sociedades y compañías. Esta circunstancia induce a 
pensar que, sin perjuicio de las relevantes diferencias que puedan existir 
entre ambos conceptos, la naturaleza de las cuestiones comunes que 
tratan y promueven, hace que se considere razonable vincular la RSC 
y el gobierno corporativo de las grandes sociedades cotizadas. Precisa-
mente, esta conexión queda categóricamente acreditada en el Código de 
Buen Gobierno de las Sociedades Cotizadas (CBGSC) de 2015/2020 73.

Siguiendo esa estela, la alusión que el CBGSC hace a la política de 
RSC como elemento consustancial de estas grandes compañías u ope-
radores económicos en la recomendación 24: «la sociedad promoverá 
una política adecuada de responsabilidad social corporativa, bajo la 
responsabilidad del consejo de administración, ofreciendo de forma 
transparente información suficiente sobre su desarrollo, aplicación y 
resultados». Por lo tanto, a pesar de que la política de RSC responde a 
un compromiso voluntario de la empresa, cabe deducir que la posición 
«contractualista» del interés social, característica de los códigos de buen 
gobierno, ha cedido a la posición «institucional» de ese interés como 
respuesta a los compromisos de RSC que voluntariamente adopta la em-
presa o compañía 74.

72  Hierro Anibarro, S., «De la Responsabilidad Social Corporativa a la Sostenibilidad 
(1)», La Ley mercantil, núm. 118, noviembre 2024, Editorial La Ley, pp. 1-9, 1.

73  Embid Irujo, J. M. y del Val Talens, P., «La responsabilidad social corporativa…», 
op. cit., pp. 88-89.

74  Ibid., pp. 89-90, señalan, en la nota 108, que el compromiso adoptado de gobierno 
corporativo en relación con la RSC vendría a ser una suerte de «armisticio» entre las dos 
visiones del interés social, esto es, entre la orientación contractualista y la de naturaleza 
más institucional. En sentido similar Emparanza Sobejano, A., «La adecuación de los debe-
res de los administradores al interés social», en Martínez-Echevarría García de Dueñas, A. 
(dir.), Gobierno corporativo, sostenibilidad y reputación, Thomson Reuters Aranzadi, 2022, 
pp. 77-97, 77, defendiendo la incorporación de la perspectiva institucionalista del interés 
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Doctrina autorizada 75 califica esta inclusión de políticas de RSC de 
naturaleza voluntaria en el marco de las recomendaciones autorregu-
latorias de «autorregulación inducida», esto es, una interpretación que 
permite que las sociedades cotizadas adopten políticas de RSC confor-
me a los criterios y orientaciones del CBGSC. Esta progresiva inclusión 
de las políticas de RSC en el marco de las recomendaciones de gobierno 
corporativo pueden, como se ha defendido más arriba, iniciar un pro-
ceso de legalización o normativización positiva, como ocurrió con la 
promulgación de la Ley 31/2014 de mejora del gobierno corporativo.

Siguiendo con la reflexión que nos suscita la incorporación de la 
RSC y la naturaleza voluntaria de los compromisos y acciones que la 
integran en el marco del gobierno corporativo, es de interés hacer men-
ción, siquiera brevemente, a otra perspectiva que podría coadyuvar a la 
traslación de la RSC al ámbito autorregulatorio del Derecho de socie-
dades. Así, insistimos en la importancia que en el devenir de la praxis 
económico empresarial tienen los compromisos y acciones de RSC, así 
como la frecuencia con la que las sociedades cotizadas las desarrollan 
en la actualidad. Esta reiteración de actuaciones socialmente responsa-
bles permite calificarlas como prácticas sociales constantes y significa-
tivas, que son precisamente las características que integran el Derecho 
consuetudinario 76.

El vínculo propuesto entre la teoría general de la costumbre, como 
fuente de Derecho, y su potencial nexo con la reiteración de las acciones 
de RSC, permitirían recurrir a la tradicional vinculación entre el Dere-
cho consuetudinario y el Derecho de los negocios de naturaleza con-
tractual, sustituyendo la «lógica contractual» que tradicionalmente ha 
fundamentado el gobierno corporativo por la «lógica institucional» que 
antepone la prioridad del sujeto a toda relación de otra naturaleza (en 
este caso la contractual).

Razonadas estas ideas, que permiten enlazar la teoría general de la 
costumbre como fuente del Derecho con su posible enlace al ámbito de 
la RSC, es oportuno plantear otro argumento de especial utilidad en lo 
que atañe a la relación de la RSC con el Derecho de sociedades. Y es que, 
de entrada, partiendo de esa «lógica institucional» del sujeto activo de la 
RSC (sociedad), podría plantearse la existencia de otros fines diferentes, 
aunque no siempre, a los de la empresa o sociedad en el sentido tradicio-

social en el desempeño profesional de las personas administradoras en el gobierno corpo-
rativo. Ruíz Muñoz, Miguel, «Interés social, interés de la empresa, RSC y/o sostenibilidad, 
largo plazo y responsabilidad de los administradores», De Iure Mercatus. Libro Homenaje 
al Prof. Dr. hc Alberto Bercovitz Rodríguez-Cano. Tirant lo Blanch, 2023. pp. 2633-2666, 
2639.

75  Embid Irujo, J. M. y del Val Talens, P., «La responsabilidad social corporativa…», 
op. cit., p. 90.

76  Ibid., p. 91.

https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=9282157
https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=9282157
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nal de organización económico empresarial, sustituyendo o superando 
así a la habitualmente considerada «lógica contractual» 77.

Las anteriores reflexiones nos ha de llevar a analizar con una pers-
pectiva amplia y abierta la incorporación y evolución de las acciones 
de responsabilidad social empresarial que se han ido incorporando a 
los códigos de buen gobierno corporativo a través de la labor desem-
peñada por las comisiones de expertos del regulador (CNMV). Y es que 
el gobierno corporativo articulado en torno a principios desarrollados 
por recomendaciones concretas y específicas ha evolucionado significa-
tivamente desde finales del pasado siglo, en particular, en lo que atañe 
a las cuestiones sociales y medioambientales a promover y tutelar por 
las grandes corporaciones empresariales. Pasemos a exponer, siquiera 
brevemente, esa evolución en el ámbito de los códigos de buen gobierno 
corporativo vinculando la cuestión con la conceptualización del «interés 
social».

i)	 El Informe de la Comisión Especial para el estudio de un código 
ético de los Consejos de Administración de las Sociedades, denominado 
Informe Olivencia (1998), identificaba el interés social de la empresa 
con el interés del accionariado, e instaba al órgano de administración 
de la sociedad cotizada a que respetase las normas del ordenamiento 
relativas a materias fiscales y medioambientales. Igualmente, defendía 
la buena fe contractual en las operaciones concertadas con otras partes 
interesadas, como eran el personal de plantilla, las empresas suminis-
tradoras, la parte acreedora y la clientela 78.

ii)	 El Informe de la Comisión Especial para el fomento de la trans-
parencia y seguridad en los mercados y las sociedades cotizadas, de-
nominado Informe Aldama (2003), incorporaba a las recomendaciones 
un marco ético de gestión y gobierno corporativo relacionándolo con la 
responsabilidad social y fundamentándolo en las recomendaciones de 
los organismos internacionales (ONU, UE). De esa manera, se dotaba 
a las grandes empresas de una guía general de desarrollo sostenible, 
recomendando que el órgano de administración desarrollase su activi-
dad atendiendo a un triple balance económico, social y medioambiental 
(triple botton line) y atendiendo a los principios de voluntariedad y trans-
parencia a largo plazo 79.

iii)	 El Código unificado de buen gobierno de las sociedades cotiza-
das, denominado Código Conthe (2006), configuró ya en ese momento 
los principios y recomendaciones que articulan el gobierno corporati-
vo actual y, aunque perfiló el interés social identificándolo con el inte-
rés del accionariado, postuló que ese interés se materializase de forma 

77  Ibid., p. 92.
78  Hierro Anibarro, S., «De la Responsabilidad Social…», op. cit., p. 2.
79  Ibid., p. 2-3.
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«sostenible» para los stakeholders a largo plazo. En este sentido, en su 
recomendación séptima incorporó, junto al accionariado, el resto de los 
grupos de interés, e instó a que se respetaran en todo caso las leyes y re-
glamentos fiscales y medioambientales. Asimismo, recogió expresamen-
te la competencia exclusiva del consejo de administración de aprobar la 
política de responsabilidad social corporativa de la corporación 80.

Un hito reseñable al analizar la evolución del gobierno corporativo 
en relación con las políticas de RSC en España, es la crisis financiera 
global de 2007. La recesión económica derivada de esa crisis promovió 
la intervención del legislador con la promulgación de la Ley 2/2011, de 
4 de marzo, de Economía Sostenible (LES), anteriormente tratada. En 
esa oportunidad se incorporó en la LES una disposición específica y 
esencial relativa a la promoción de la responsabilidad social de las em-
presas (art. 39.1). Esta previsión normativa recogía una serie de medidas 
de responsabilidad social, entre las que estaba que el Gobierno pondría 
a disposición de las empresas un conjunto de indicadores, así como de 
modelos o referencias de reporte, de conformidad con los estándares 
internacionales en la materia, con objeto de que la información acerca 
de la actividad de las empresas fuera más transparente.

Ese conjunto de indicadores debía de atender, en particular, a los ob-
jetivos de transparencia en la gestión, buen gobierno corporativo, com-
promiso con el medio local y el medioambiente, respeto a los derechos 
humanos, mejora de las relaciones laborales, promoción de la integra-
ción de la mujer y de la igualdad efectiva entre mujeres y hombres, de la 
igualdad de oportunidades y accesibilidad universal de las personas con 
discapacidad y del consumo sostenible 81.

Atendiendo a la circunstancia que originó la promulgación de la LES, 
no cabe obviar que la grave crisis financiera, provocada por las prácticas 
negligentes de grandes corporaciones, fundamentalmente bancarias, fa-
voreció la intervención legislativa con objeto de regular y controlar la 
praxis de la gestión de esas empresas, incorporando herramientas que 
recogieran información sobre las políticas de responsabilidad social 
corporativa en relación con las cuestiones sociales y medioambientales, 
como temas sensibles que atañen a toda la sociedad.

El Código unificado de buen gobierno de las sociedades cotizadas 
(CUBG) (2013), respondió a la actualización del Código Conthe (2006), 
si bien no modificó las referencias a la RSC mencionadas en el párrafo 
precedente. En todo caso, la promulgación de Ley Orgánica 3/2007, de 
22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, bajo el 
Título VII denominado «La igualdad en la responsabilidad social de las 
empresas», hace expresa mención a la participación equilibrada de las 

80  Ibid., p. 3.
81  Ibid., p. 4.



ELENA LEIÑENA MENDIZÁBAL

188

mujeres en los consejos de administración de las sociedades mercanti-
les. Esta norma legal propició que se incluyese en el código de 2013 la 
recomendación 14 relativa a la incorporación de la diversidad de género 
en los consejos de administración.

Otro hecho significativo que afectó a la posterior actualización de 
este código de 2013, desde la perspectiva de gobierno corporativo, fue 
la promulgación de la Ley 31/2014, de 3 de diciembre, de mejora del 
gobierno corporativo, norma que transformó algunas recomendaciones 
del CUBG de 2013 en norma legal. Atendiendo a una de las cuestiones 
que tratamos en este trabajo, es de interés referirnos como ejemplo de 
transformación la incorporación del art. 529 bis en la LSC, articulando 
de forma programática en los procesos de selección la representación 
equilibrada de mujeres y hombres en los consejos de administración de 
las sociedades cotizadas, en la redacción dada por la mencionada Ley 
de 2014 82.

El Código de buen gobierno de las sociedades cotizadas (CBGSC) 
(2015), por su parte, trajo causa de la conversión de numerosas reco-
mendaciones en disposiciones legales incorporadas por la Ley 31/2024. 
Asimismo, incorporó un nuevo principio, el principio vigésimo cuarto, 
instando a la empresa a promover una política de RSC como facultad 
indelegable del consejo de administración, a través de la comunicación 
de información transparente y suficiente sobre su desarrollo, aplicación 
y resultados. Este requerimiento se debería de recoger en un documento 
separado o informe de gestión.

Por lo tanto, con la inclusión del principio 24 se avanzó un paso más 
articulando la necesidad de recoger las políticas de RSC en un docu-
mento descriptivo y explicativo que facilitara la supervisión y la com-
parabilidad de todas las acciones de RSC adoptadas por las sociedades 
cotizadas, así como su evolución e impacto.

En todo caso, el principio 24 referido a la RSC no supuso obstáculo 
alguno para que la responsabilidad social corporativa aparezca en otros 
principios y recomendaciones del código 83.

El Código de buen gobierno de las sociedades cotizadas (CBGSC) 
(2020), al que se ha hecho referencia al comienzo de este parágrafo, 
actualizó el código de 2015 y en relación con la materia que nos ocupa 
sustituyó el término de «responsabilidad social corporativa» por el de 
«sostenibilidad en materias medioambientales y sociales» (principio 24 

82  Ibid., p. 4-5.
83  Ibid., p. 5, señala como ejemplo de esa previsión la recomendación sexta, relativa 

a la publicación del informe sobre la política de responsabilidad corporativa en la página 
web de la sociedad con antelación suficiente a la celebración de la junta general ordinaria 
de la sociedad, y el principio 23 y la recomendación 53.e), dedicada a otras comisiones 
especializadas del consejo, recomendando la atribución de la política de responsabilidad 
social corporativa a una comisión especializada.
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y recomendaciones 54 y 55), a resultas de la obligación legal de procurar 
información no financiera y diversidad conforme a la estructura que 
articula la Ley 11/2018, de 28 de diciembre, en materia de información 
no financiera y diversidad 84.

Además, la actualización del código de 2020 eliminó también una 
de las dos recomendaciones sobre la elaboración de un informe separa-
do o de gestión para recoger la información sobre cuestiones de RSC. 
La eliminación de esta recomendación fue el resultado de la obligación 
legal establecida para las grandes empresas y grupos de sociedades de 
elaborar el «estado de información no financiera», introducida por la 
Ley 11/2018. De esa manera, se rectificaba la incoherencia de mante-
ner la anterior recomendación de recoger en informe separado la infor-
mación no financiera, en particular, la que afecta a las sociedades más 
pequeñas 85.

3.3.  �La innovadora posición del propósito social  
como conjunción de un concepto amplio de interés social 
integrador de la responsabilidad social corporativa  
de las grandes sociedades

La complejidad de la conceptualización de la RSC se ha visto agudi-
zada, más aún si cabe, por la cuestión de su vinculación con el concepto 
de interés social, cuestión tan estudiada como debatida por nuestra li-
teratura jurídica 86.

Esa vinculación de la RSC con el interés social ha sido fundamental-
mente fuente de debate en el Derecho de sociedades del último cuarto 
del siglo pasado y también de nuestra nueva era. Y es que la configura-
ción y evolución que ha experimentado la gran empresa ha derivado en 
una concepción de interés social que ha oscilado de continuo entre dar 
prioridad al accionariado (shareholder value), hasta ir escorándose hacia 

84  Ibid., pp. 5-6. Peinado Gracia, J. I., «La “sostenibilidad a largo plazo de la sociedad” 
como criterio orientador del sistema de retribución de los administradores sociales (1)», 
Revista de Derecho Mercantil, 2025, vol. núm. 335, pp. 1-34, 10, defiende el concepto de 
sostenibilidad del art. 217.4 LSC como sinónimo de durabilidad (sostenibilidad y rentabi-
lidad a largo plazo) en relación con la remuneración de las personas consejeras ejecutivas 
del art. 217.4 LSC.

85  Hierro Anibarro, S., «De la Responsabilidad Social…», op. cit., p. 6.
86  Embid Irujo, J. M. y del Val Talens, P., «La responsabilidad social corporativa…», 

op. cit., pp. 50-51; Ruíz Muñoz, M., «Sobre la moralización de la empresa», en Ruíz Muñoz, 
M.; de la Vega Justribó, B. (dirs.), Responsabilidad Social Corporativa (RSC). Economía co-
laborativa y cumplimiento normativo, Editorial Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, pp. 257-
281, 258-259; Alfaro Aguila-Real, J., «Cuando acaba la sequía: la obligación de repartir 
beneficios», Revista de Derecho de Sociedades, núm., 70, pp. 1-26, 4 y 7.
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la identificación del interés social con el interés de los grupos de interés 
(stakeholder value) 87.

Y, como se ha anticipado, en todo caso la articulación de la RSC 
en los códigos de gobierno corporativo ha experimentado un giro de 
la corriente contractualista (maximización del valor de la empresa del 
Código Olivencia de 1998) a la corriente institucional, focalizándose 
esta traslación en la circunstancia de que la RSC va alcanzando fuer-
te protagonismo y valor en la sociedad anónima cotizada de nuestros 
días 88.

En ese sentido, no cabe obviar tampoco que esa tendencia ha estado 
notoriamente influenciada por la implementación de las políticas de la 
UE, en particular, por la publicación del Libro Verde de 2001, en el que 
se recoge la definición de RSE, como la integración voluntaria por parte 
de la empresa de las preocupaciones sociales y medioambientales en sus 
operaciones comerciales y relaciones con sus interlocutores 89.

La estela del Libro Verde, una década después, hizo que la Comisión 
Europea (CE) propusiera una nueva interpretación de la RSE, construi-
da sobre el objetivo de maximización de la creación de valor de la em-
presa para compartirlo entre el accionariado y el amplio conjunto de 
grupos de interés. Esa concepción renovada de la responsabilidad social 
corporativa (creating shared value theory) está presente en el actual prin-
cipio vigésimo cuarto del CBGSC (2020) 90. Ello implica que los intereses 
de los distintos grupos de interés se han de tomar en consideración en 
el plan estratégico de la empresa, con objeto de mejorar la rentabilidad, 
la competitividad y la maximización de beneficios, esto es, se presume 
que satisfaciendo los intereses de la colectividad se favorecerá también 
al accionariado 91.

87  Embid Irujo, J. M., «Crisis de la empresa…», op. cit., pp. 52-53; Ruíz Muñoz, M., «In-
terés social…», op. cit., pp. 2640, 2646 y 2658.

88  Hierro Anibarro, S., «De la Responsabilidad Social…», op. cit., p. 6-7.
89  El Libro Verde (2001) distinguió, a su vez, dos dimensiones, una interna y otra 

externa. La interna afectaba a las prácticas responsables en lo social, a saber, con el perso-
nal y la parte trabajadora y con el medioambiente en la gestión de los recursos naturales 
utilizados en la producción. La externa, por otra parte, afectaba a otros grupos de interés 
incluyendo a las empresas proveedoras, las personas consumidoras, las comunidades lo-
cales y los DDHH, teniendo presente las cadenas de producción planetaria de las empresas 
multinacionales.

90  Principio 24: «La sociedad promoverá una política adecuada de sostenibilidad en 
materias medioambientales y sociales, como facultad indelegable del consejo de admi-
nistración, ofreciendo de forma transparente información suficiente sobre su desarrollo, 
aplicación y resultados».

91  Hierro Anibarro, S., «De la Responsabilidad Social…», op. cit., p.  7; El informe 
Grant Thornton 2025: Women in Business 2025: una generación sin oportunidades perdidas 
analiza los efectos de la igualdad de género en la competitividad empresarial, concluyendo 
que el 28.3 por ciento de las personas encuestadas creen que las estrategias de diversidad 
han impulsado la innovación en sus organizaciones, el 22 por ciento señaló mejoras en la 
inclusión y la cultura organizacional, y el 15.2 por ciento reportó un impacto positivo en 
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En el marco del Derecho de sociedades, la anterior concepción so-
bre el valor compartido y el impacto social recíproco (empresa o socie-
dad y grupos de interés) hizo que se diera un paso más a ese respecto. 
Así, se consideró oportuno que el órgano de administración de las so-
ciedades tuviera en cuenta en su gestión las repercusiones o el impacto 
de sus decisiones sobre los grupos de interés, a saber, la repercusión 
sobre el personal de la empresa, en las relaciones con las empresas 
proveedoras, la clientela y, sobre todo, el impacto sobre la comunidad 
y el medio ambiente, de manera que la sociedad o compañía alcance 
o mantenga un estándar de reputación en su conducta. A esta corrien-
te se la denominó del «interés social iluminado o ilustrado» (enlighted 
shareholder value) 92.

Siguiendo esa tendencia, la ampliación del concepto de interés so-
cial a la consideración de la repercusión que la política de la empresa 
tenga en los grupos de interés ha implicado, a su vez, que se construya 
un nuevo concepto de interés social, también discutido, y reconocido 
con el término «propósito social» (corporate purpose), resultado de la 
traslación terminológica del concepto de RSC al de sostenibilidad a lar-
go plazo de la sociedad (principios 9 y 24 CBGSC), y que identifica el 
«propósito social» con la obligación colectiva y unitaria del consejo de 
administración de promover y defender el interés social, entendido este 
como la consecución de un negocio rentable y sostenible a largo plazo, 
que promueva la continuidad y la maximización del valor económico de 
la empresa (recomendación 12), atendiendo los intereses que confluyen 
en esa actividad empresarial 93.

La transformación conceptual del interés social identificándolo con 
el propósito social, conecta directamente con los principios rectores de 
las empresas de economía social. E incluso, cabría afirmar que el de-
nominado propósito social supera el estatus de principio pasando a in-
tegrar la estructura organizativa de la sociedad de capital, mediante el 
reconocimiento legal de la figura de la «sociedad de beneficio e interés 
común» 94. Esto es, este nuevo subtipo de sociedad de capital permite la 
incorporación a estatutos de un específico objeto social, identificándolo 

los resultados financieros. En https://www.grantthornton.es/globalassets/1.-member-firms/
global/insights/women-in-business/2025/grant-thornton-women-in-business-2025---impac-
ting-the-missed-generation.pdf.

92  Embid Irujo, J. M. y del Val Talens, P., «La responsabilidad social corporativa…», 
op. cit., pp. 68-69; Ruíz Muñoz, M., «Interés social…», p. 2662; Hierro Anibarro, S., «De la 
Responsabilidad Social…», op. cit., pp. 7-8.

93  Hierro Anibarro, S., «De la Responsabilidad Social…», op. cit., p. 8.
94  Este subtipo de sociedad de capital, creado a partir de la Ley 18/2022, de 28 de 

septiembre, de creación y crecimiento de empresas (BOE-A-2022-15818), debe recoger en 
sus estatutos ese objeto de impacto positivo en objetivos sociales y medioambientales (DA 
10.ª). Chamorro Domínguez, M.ª C., «Hacia la integración de criterios ESG en las pymes», 
en García Cruces, J. A. (coord..), De Iure Mercatus. Libro Homenaje al Prof. Dr. hc Alberto 
Bercovitz Rodríguez-Cano, Tirant lo Blanch, 2023, pp. 1850-1864, 1847.
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como un «compromiso con la generación explícita de impacto positivo 
a nivel social y medioambiental a través de su actividad». Por consi-
guiente, se sustantiva ese proceso de voluntariedad de la RSC hacia la 
obligatoriedad, a través de normas del Derecho de sociedades. Es decir, 
la inclusión del propósito social, a través de su integración en el objeto 
de la sociedad, evidencia la deriva que está adoptando la Administra-
ción al recurrir a normativa del Derecho societario para alcanzar ob-
jetivos sociales, tradicionalmente públicos no propios de la actividad 
empresarial 95.

En este orden de cosas, es oportuno vincular esta nueva concepción 
del interés social, que va insertándose en la articulación del Derecho de 
sociedades, con la futura trasposición de la Directiva (UE) 2024/1760 
sobre diligencia debida de las empresas en materia de sostenibilidad, 
que trataremos con mayor detalle en un apartado posterior. Y es que la 
norma comunitaria, siguiendo las pautas de RSC del principio 24 del 
CBGSC, exige identificar y minimizar los riesgos potenciales o reales 
relacionados con los DDHH y el medio ambiente de las cadenas de valor 
en el desarrollo de la actividad de las grandes empresas europeas, san-
cionando el incumplimiento de los parámetros que preservan esos ries-
gos, además de desarrollar una garantía para que las personas afectadas 
por ese incumplimiento tengan acceso a la reparación 96.

En definitiva, el carácter poliédrico de la RSE/RSC con multitud de 
aristas y la tendencia regulatoria de sus objetivos y acciones en los orde-
namientos jurídicos actuales de la UE y, en particular, en el de España, 
requiere de un debate pausado en el estudio del gobierno corporativo 
ius privatista, con objeto de superar planteamientos convencionales y 
proponer soluciones originales y creativas en el marco del Derecho de 
sociedades 97, que faciliten la incorporación de los objetivos sociales y 
medioambientales de la normativa, dando así una respuesta reguladora 
uniforme a las diversas acciones voluntarias de RSC que algunas de las 
grandes empresas europeas ya desarrollan en su actividad.

En los siguientes apartados, se estudian con mayor detalle dos cues-
tiones relacionadas originariamente con las acciones de RSC y que en 
la actualidad han pasado o pasaran a integrarse en la regulación de 
nuestro Derecho de sociedades. Así, en primer lugar, se desarrollará la 
cuestión del equilibrio de género en el consejo de administración de las 
sociedades cotizadas y, en segundo lugar, la relativa a la diligencia de-

95  Hierro Anibarro, S., «De la Responsabilidad Social…», op. cit., p. 7, advierte que, 
atendiendo a la naturaleza voluntaria de las acciones de RSC, cabría incluso considerar 
que los objetivos del propósito social estatutario no tuvieran naturaleza de acciones vo-
luntarias de RSC.

96  Ibid., p. 8.
97  Fernández del Pozo, L., «La posibilidad analítica…», op. cit., p. 16, entiende que 

el objetivo del beneficio puede ir perfectamente alineado o acompañado de otro tipo de 
objetivos de carácter social o medioambiental.
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bida y a la sostenibilidad que habrán de respetar las grandes empresas 
europeas en el marco de su actividad empresarial en la Unión y más allá 
de sus fronteras.

II.  �EL EQUILIBRIO DE GÉNERO EN LOS CONSEJOS  
DE ADMINISTRACIÓN DE LAS SOCIEDADES COTIZADAS

Como se ha adelantado en el párrafo precedente, una de las acciones 
de responsabilidad social corporativa que se ha trasladado del soft law 
a la normativa legal en estos últimos años ha sido la relativa al equili-
brio de género en los órganos de decisión de las empresas. Pasemos a 
examinarla.

1.  �Relación de la RSC con el equilibrio de género  
en el gobierno corporativo de las sociedades cotizadas

A modo de introducción ha de mencionarse que la cuestión del 
equilibrio de género en el órgano de administración de una empresa, 
fundamentalmente en las grandes sociedades en España, se introdujo 
en nuestro ordenamiento interno, mediante la promulgación de la Ley 
Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres (LOI) 98.

El mencionado impulso de la LOI al equilibrio de género en los ór-
ganos de decisión de las grandes sociedades se focalizó en el marco de 
la Responsabilidad Social de las Empresas (RSE), articulando la partici-
pación en equilibrio de las mujeres en los consejos de administración de 
las empresas en una norma de naturaleza fundamentalmente dispositi-
va o voluntaria (art. 75 LOI), así la previsión normativa recogía y prevé 
que «Las sociedades obligadas a presentar cuenta de pérdidas y ganan-
cias no abreviada procurarán incluir en su Consejo de administración 
un número de mujeres que permita alcanzar una presencia equilibrada 
de mujeres y hombres en un plazo de ocho años a partir de la entrada 
en vigor de esta Ley» 99.

Completó la anterior previsión, la Disposición adicional primera de 
la LOI que delimitaba el concepto de presencia equilibrada de mujeres y 
hombres. A este respecto, recoge como ratio de composición equilibrada 
«la presencia de mujeres y hombres de forma que, en el conjunto a que 

98  BOE-A-2007-6115.
99  La naturaleza voluntaria de la norma incorporada a través del término: «procura-

rán» es sustituida por un mandato de naturaleza semi imperativa («observarán») para los 
casos en que la sociedad mercantil esté participada mayoritariamente por capital público 
(art. 54 LOI).

file:///O:/Catalogo/libros/emparanza_meijomil/sostenibilidad_gestion_sociedades/Producc/originales/Capitulos/javascript:Redirection('LE0000242473_Vigente.HTML')
file:///O:/Catalogo/libros/emparanza_meijomil/sostenibilidad_gestion_sociedades/Producc/originales/Capitulos/javascript:Redirection('LE0000242473_Vigente.HTML')
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se refiera, las personas de cada sexo no superen el sesenta por ciento ni 
sean menos del cuarenta por ciento».

Conforme a su formulación, el ámbito de aplicación del art. 75 LOI 
afectaba y afecta a las grandes sociedades de capital y fundamental-
mente a las sociedades cotizadas, en la medida que estas últimas son 
grandes compañías y todas ellas están obligadas a elaborar cuenta de 
pérdidas y ganancias no abreviada. Por consiguiente, cabe observar que 
la norma excluye de facto a las empresas de tamaño medio o pequeño, 
las cuales pueden elaborar una cuenta de pérdidas y ganancias abre-
viada 100. A este respecto, no se puede obviar que la formulación de la 
norma excluye en España a la mayoría de las sociedades y empresas de 
tamaño medio o pequeño que, por otra parte, configuran la mayoría del 
tejido económico e industrial 101. Todas esas empresas, además de las no 
mercantiles (cooperativas), quedaban y quedan prácticamente exclui-
das del ámbito subjetivo de la norma 102, sin perjuicio de que no habría 
impedimento para que esta tipología de empresa adopte una medida de 
esta naturaleza 103.

El reducido porcentaje de mujeres en los órganos de administración 
de las sociedades en ese momento derivó, como se ha mencionado, en 

100  Conforme al art. 42 y ss. del Código de comercio, la legislación societaria dispone 
dos modelos diferentes para la llevanza de la contabilidad y las cuentas anuales. Así, el 
art. 258 LSC dispone qué sociedades podrán formular cuenta de pérdidas y ganancias 
abreviada, con relación al número de trabajadores, cifra de negocio o cifra de ventas. 
Idéntico criterio se sigue, en general, por las pequeñas y medianas empresas habilita-
das para la llevanza de la contabilidad según el modelo establecido por el Real Decreto 
1515/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad de 
Pequeñas y Medianas Empresas y los criterios contables específicos para microempresas 
(BOE-A-2007-19966).

101  Porcentajes de empresas por tamaño: grandes empresas con más de 250 personas 
trabajadoras (0.20%); pymes (50-250 personas trabajadoras) (0,9%); pymes (1-49 perso-
nas trabajadoras) (5,85%); microempresas (1-9 personas trabajadoras) (38,64%) y empre-
sas sin personal asalariado (54,39%). Fuente Ministerio de Industria y Turismo (2024). En 
https://ipyme.org/Publicaciones/Cifras%20PYME/CifrasPyme-diciembre2024.pdf.

En este sentido, Chamorro Domínguez, M.ª C., «Hacia la integración de criterios ESG 
en las pymes», en García Cruces, J. A. (coord.), De Iure Mercatus. Libro Homenaje al Prof. 
Dr. hc Alberto Bercovitz Rodríguez-Cano, Tirant lo Blanch, 2023, pp. 1850-1864, 1852.

Senent Vidal, María José, «La presencia equilibrada de mujeres y hombres en el ám-
bito jurídico empresarial: aportaciones de la Ley Orgánica 2/2024», Revista de Derecho de 
Sociedades, núm. 73, marzo de 2025, Editorial Aranzadi, pp. 1-17, 7.

102  Leiñena Mendizábal, Elena, «Análisis comparativo de la articulación jurídica de la 
igualdad de género en los órganos de decisión de empresas y organizaciones sin ánimo 
de lucro que actúan en el tráfico económico», en Emparanza Sobejano, A.; Martín Osante, 
J. M. y Zurimendi Isla, A. (dirs.), Homenaje al profesor José María de Eizaguirre, Editorial 
Universidad del País Vasco (UPV/EHU), 2020, pp. 165-186, 169.

103  Senent Vidal, M.ª J., Comentarios a la Ley de Igualdad, García Ninet, J. I. (dir.); 
Garrigues Giménez, A. (coord.), CIIS Wolters Kluwer España, Valencia, 2007, pp. 539-556, 
551; Villafañez Pérez, Itziar, Principios y valores cooperativos, igualdad de género e inte-
rés social en las cooperativas, CIRIEC Revista Jurídica de Economía Social y Cooperativa, 
núm. 30, 2017, pp. 1-37, 18-26.

https://ipyme.org/Publicaciones/Cifras%20PYME/CifrasPyme-diciembre2024.pdf
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la intervención pública a través de la promulgación de la LOI y a pesar 
de las resistencias que generó esa intervención en el ámbito empresa-
rial privado (gender blindness) 104. Este modelo de soft law no consiguió, 
sin embargo, que el porcentaje de consejeras incrementase hasta los 
porcentajes que la ley orgánica indicaba (las sociedades cotizadas te-
nían un promedio de 13,5 por ciento en 2015), contraponiéndose la 
previsión de derecho blando a un sistema más eficaz de cuotas vin-
culantes que otros países del entorno adoptaron, así, Francia, Italia, 
Alemania 105.

A pesar de que la articulación del equilibrio de género en los órganos 
de administración de las grandes sociedades fue modificándose a través 
de diversas leyes relacionadas con la mejora del gobierno cooperativo y 
en materia de información no financiera (Ley 31/2014; RD-ley 18/2017 
y Ley 11/2018), esas normas no dieron la respuesta adecuada a las rei-
vindicaciones de la doctrina mercantilista más autorizada 106. Se ha te-
nido que esperar, en el caso de España, a que una Directiva europea 107 
imponga la obligación de alcanzar una determinada cuota en el consejo 
de administración.

2.  �La evolución del equilibrio de género  
en los códigos de buen gobierno corporativo

Siguiendo con el desarrollo normativo que, en el marco de la RSC, 
afectó al equilibrio de género en los órganos de decisión de las gran-
des empresas, es oportuno exponer, siquiera brevemente, el tratamien-
to de esta cuestión en los códigos de buen gobierno corporativo que, 
apoyándose en principios y recomendaciones de naturaleza voluntaria, 

104  García Campá, S., «La aplicación del derecho a la igualdad de trato y de oportunida-
des de mujeres y hombres en el empleo y la ocupación al proceso de selección del consejo 
de administración de las sociedades cotizadas cuando no tienen equilibrio de género. Un 
análisis crítico de las críticas sobre su necesidad, obligatoriedad y constitucionalidad», 
Revista IgualdadES, núm. 11, Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las 
Cortes, 2024, pp. 287-318, 293.

105  Pérez Troya, A., «Las nuevas obligaciones de composición equilibrada…», op. cit., 
p. 5.

106  Embid Irujo, J. M., «Art. 529 bis…», op. cit., p. 1086; Sala Andrés, A., «La incorpo-
ración de la mujer…», op. cit., 223; Huerta Viesca, M.ª I. «La composición equilibrada…», 
op. cit., p. 97; Escribano Gamir, M.ª C., «Igualdad de género…», op. cit., p. 125; Leiñena 
Mendizabal, E. «Mujer y empresa…», op. cit., p. 20.

107  La Directiva (UE) 2022/2381 incorporó, finalmente, al Derecho comunita-
rio la fallida aprobación de la Propuesta de Directiva de equilibrio de género en 2012 
(COM/2012/0614 final), que algunos Estados miembros (Inglaterra, Alemania y Dinamar-
ca entre otros) impidieron alegando la conculcación del principio de subsidiariedad, que 
impide la intervención de la Unión cuando los Estados miembros pueden alcanzar los 
objetivos por sí solos. En https://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:20
12:0614:FIN:es:PDF.
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construyen un cuerpo normativo de derecho blando, con cierto grado de 
coercibilidad, para las grandes empresas que se adhieran a los compro-
misos de equilibrio de género.

En ese sentido, hemos de hacer mención del CUBG (2006) o Código 
Conthe, cuerpo normativo que incorporó por primera vez la diversidad 
de género en el órgano de administración de las sociedades cotizadas 
en el Principio 15, instando al consejo de administración a explicar las 
iniciativas adoptadas para corregir la escasa presencia de mujeres en ese 
órgano. Asimismo, se proponía que la comisión de nombramientos pro-
curase que los procesos de selección no adolecieran de sesgos de género 
y que las candidaturas incluyesen mujeres del perfil buscado.

La voluntariedad de la implementación de la recomendación impli-
caba que su incumplimiento no tuviera sanción alguna, sino que se su-
peraba procurando una aclaración conforme al principio de «cumplir 
o explicar», esto es, en caso de no secundar las acciones pertinentes 
para evitar los sesgos de género en el procedimiento de selección de las 
personas candidatas al consejo, la sociedad explicase los motivos en su 
informe de gobierno corporativo 108.

El CUBG de 2013, actualizaba el anterior, delimitando el procedi-
miento y la tipología de la incorporación de las mujeres al consejo de ad-
ministración. Así, circunscribía la cuota recomendada del 40 por ciento 
a la tipología de consejeras independientes, en un marco de debate re-
lacionado con el impulso que la UE quería dar a la configuración de los 
órganos de decisión de las grandes sociedades con personas consejeras 
independientes 109.

108  Embid Irujo, J. M. y del Val Talens, P., «La responsabilidad social corporativa…», 
op. cit., p. 98; Sala Andrés, A., «La incorporación de la mujer…», op. cit., p. 224.

109  Broseta Pont, M. y Martínez Sanz, F., Manual de Derecho Mercantil, vol. I, Tecnos, 
2023, pp. 506-508, señalan que el corporate governance, movimiento surgido en Estados 
Unidos en la década de los setenta del siglo pasado, redefinió el papel de los consejos 
de administración de las grandes sociedades. La composición ideal se fundamentaba en 
que, junto a las personas consejeras ejecutivas, era conveniente que existiera una mayo-
ría de personas consejeras externas o no ejecutivas, esto es, de personas independientes 
de alta cualificación profesional que defenderían los intereses del accionariado y que no 
formaban parte del accionariado de control (consejeras/os dominicales). En este sentido, 
también la perspectiva de la Comisión Europea en relación con la Propuesta de Directiva 
(art. 4).

Por el contrario, Chamorro Domínguez, M.ª C., «Diversidad de género en los consejos 
de administración de las sociedades cotizadas españolas. A propósito de la publicación 
de la CNMV de datos sobre la presencia de mujeres en consejos de administración y 
alta dirección de sociedades cotizadas españolas», Revista de Derecho de Sociedades, 
núm.  55, 2019, p.  1-6, identifica la naturaleza independiente de los cargos ocupados 
por las consejeras y recomienda en las conclusiones un equilibrio a este respecto en la 
configuración de los consejos de administración entre las consejeras ejecutivas y las 
independientes. La incorporación de esta cuestión a las legislaciones internas, en todo 
caso, ha sido diversa. Así, hay Estados miembros que han adaptado sus medidas a las 
personas no ejecutivas que integran el consejo de las sociedades cotizadas, mientras que 
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La actualización de los criterios del nuevo código de buen gobier-
no de 2015 (CBGSC) resultó trasunto de la norma programática (529 
bis LSC), incorporada por la modificación legal introducida por la Ley 
31/2014 de mejora del gobierno corporativo 110.

Así, el CBGSC de 2015 y su actualización de 2020, configuró la 
recomendación relativa a la diversidad de género en el Principio 10, 
el cual recoge un procedimiento más exhaustivo en la política de se-
lección de consejeras de la sociedad. En este sentido, articula que se 
tenga en consideración la proporción de mujeres en el consejo, se 
asegure de que las propuestas de nombramiento o reelección se fun-
damenten en un análisis previo de las competencias requeridas por 
el consejo de administración y se promueva la diversidad de conoci-
mientos, edad, experiencias y género en su composición. A esos efec-
tos, se considera que favorecen la diversidad de género las medidas 
que fomenten que la compañía cuente con un número significativo 
de altas directivas.

Igualmente, dispone que el resultado del análisis previo de las com-
petencias requeridas por el consejo de administración se recogerá en 
el informe justificativo de la comisión de nombramientos que se pu-
blique al convocar la junta general de accionistas a la que se someta la 
ratificación. La comisión de nombramientos verificará anualmente el 
cumplimiento de esta política e informará de ello en el informe anual de 
gobierno corporativo. (recomendaciones 13 y 14).

Conforme a lo expuesto, se acredita suficientemente que el trata-
miento del equilibrio de género en los consejos de administración de 
las grandes compañías cotizadas españolas respondía a las recomen-
daciones autorregulatorias previstas en los códigos de buen gobierno 
fundamentalmente, sin que existiera una cuota imperativa que derivase 
en sanción en caso de incumplimiento 111.

otros incluyen medidas que afectan tanto a consejeras y consejeros ejecutivos como no 
ejecutivos.

110  Se añadió por el artículo único 40 de la Ley 31/2014, de 3 de diciembre (BOE-
A-2014-12589), sin perjuicio de las actualizaciones posteriores por Ley 11/2018, de 28 de 
diciembre (art. 2.8), Ley 5/2021, de 12 de abril (art. 3.21) y Ley Orgánica 2/2024, de 1 de 
agosto (art. 9.1).

111  Mensi-Klarbach, H.; Leixnering, S.; Schiffinger, M., «The Carrot or the Stick: Self-
Regulation for Gender-Diverse Boards via Codes of Good Governance», Journal of Busi-
ness Ethics, núm. 170, pp. 577–593; https://doi.org/10.1007/s10551-019-04336-z, la autoría 
prevé en 2021 la opción del trasvase de la normativa autorregulatoria al hard law, como 
así ha ocurrido.

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2014-12589
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2014-12589
https://doi.org/10.1007/s10551-019-04336-z
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3.  �El definitivo impulso del derecho comunitario  
para consolidar el equilibrio de género 
en los consejos de administración de las sociedades cotizadas 
y entidades de interés público en el ordenamiento interno

3.1.  �La Directiva (UE) 2022/2381, de 23 de noviembre de 2022,  
de equilibrio de género

La articulación de la cuestión de género en el gobierno corporativo 
y en el ordenamiento jurídico español recibe un gran impulso con la 
aprobación de la Directiva (UE) 2022/2381, de 23 de noviembre de 2022, 
relativa a un mejor equilibrio de género en el órgano de administración 
de las grandes sociedades 112. La norma comunitaria estipula objetivos 
vinculantes mínimos y se traspone a nuestro ordenamiento por Ley Or-
gánica 2/2024, de 1 de agosto, de representación paritaria y presencia 
equilibrada de mujeres y hombres 113.

El carácter de mínimos de la Directiva no es obstáculo para que los 
Estados miembros adopten o mantengan disposiciones más favorables 
en orden a garantizar una representación más equilibrada de mujeres y 
hombres en lo que respecta a las sociedades cotizadas constituidas en su 
territorio nacional (art. 9). Ello deriva en que aquellos Estados con cuo-
tas vinculantes más ambiciosas puedan mantenerlas, e incluso puedan 
ampliar su aplicación a otro tipo de sociedades 114.

La Directiva traslada la regulación de las potenciales sanciones a 
imponer a las empresas incumplidoras a los Estados miembros, siem-
pre que estos prevean en sus legislaciones sanciones «efectivas, propor-
cionadas y disuasorias» (art. 8.1). Desde este punto de vista, la norma 
comunitaria ha supuesto un cambio sustancial en relación con la res-
ponsabilidad para el caso de que la empresa incumpla. Y es que ha con-
llevado que, en el caso concreto del Derecho español, se haya pasado 
de un sistema de cumplimiento blando, fundamentado en el principio 
«cumplir o explicar», a un sistema obligatorio que deriva en sanciones 
en caso de incumplimiento 115.

El definitivo cambio de modelo hacia uno más coercitivo previsto en 
la Directiva, reivindicado insistentemente por un sector de la doctrina 
española 116, ha devenido en un importante mecanismo normativo para 
avanzar en la igualdad de género en el ámbito decisorio económico em-

112  DOUE-L-2022-81801.
113  BOE-A-2024-15936.
114  Pérez Troya, A., «Las nuevas obligaciones de composición equilibrada…», op. cit., 

p. 3.
115  Ibid., p. 4.
116  Entre otros, Embid Irujo, J. M., «Art. 529 bis…», op. cit., p. 1086; Sala Andrés, A., 

«La incorporación de la mujer…», op. cit., 223; Huerta Viesca, M.ª I. «La composición 
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presarial. Cabe destacar, además, que esa incorporación se ha realizado 
incorporando objetivos más ambiciosos incluso que los de la Directiva 
(Preámbulo VI LO 2/2024), dado que las empresas obligadas no son ex-
clusivamente las sociedades cotizadas sino también determinadas enti-
dades de interés público (DA 16.ª LO 2/2024) 117.

3.2.  �La Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto, de representación 
paritaria y presencia equilibrada de mujeres y hombres

3.2.1.  �Nuevas exigencias: ámbito de aplicación, 
 objetivos mínimos vinculantes y articulación  
del proceso de selección del consejo de administración

La Ley orgánica 2/2024 de trasposición de la Directiva (UE) 
2022/2381 incorporó a nuestro Derecho de sociedades una nueva redac-
ción del art. 529 bis de la LSC que articula preceptivamente que el con-
sejo de administración asegure, como mínimo, un cuarenta por ciento 
de personas del sexo menos representado 118 y, para el caso de que la 
sociedad cotizada no alcance esos objetivos, el mencionado precepto 
obliga a ajustar los procesos de selección de las personas candidatas a 
miembro del consejo de administración, para garantizar la consecución 
de aquellos (art. 529 bis apartados 2 y 3 LSC).

En ese sentido, en el art. 529 bis apdo. 4 de la LSC se establece un 
procedimiento de selección de las personas integrantes del consejo de 
administración, conforme a las competencias y capacidades de las per-
sonas candidatas 119. Este sistema deberá diseñarse con base en unos cri-
terios claros, neutrales y no ambiguos, que asegure la no discriminación 
en todo el proceso, incluyendo las fases de preparación de los anuncios 
de vacantes, de preselección, de preparación de la lista restringida y la 
creación de grupos de selección de personas candidatas. Además, todos 

equilibrada…», op. cit., p.  97; Escribano Gamir, M.ª C., «Igualdad de género…», op. cit., 
p. 125; Leiñena Mendizabal, E. «Mujer y empresa…», op. cit., p. 20.

117  Pérez Troya, A., «Las nuevas obligaciones de composición equilibrada…», op. cit., 
p. 5.

118  Ibid., p. 9, señala como importante novedad de la ley que el criterio de represen-
tación paritaria y presencia equilibrada entre mujeres y hombres podrá no aplicarse en 
consonancia con el principio de acción positiva, cuando exista una representación de 
«mujeres» superior al 60 por ciento que, en todo caso, deberá justificarse (Disposición 
adicional primera in fine).

119  Alonso Ureba, A., «Cuota de género y estructura/composición del consejo de ad-
ministración en las sociedades cotizadas. Modificación del art. 529 bis LSC por la Ley 
Orgánica 2/2024, de representación paritaria», La Ley mercantil, núm. 116, septiembre 
2024, pp. 1-17, 7-8 y 12, califica la estipulación de la cuota del art. 529 bis como una acción 
positiva de las políticas de igualdad. De ahí que plantee reservas en relación con la funcio-
nalidad del consejo (composición y estructura) como elemento rector, dado que la cuota 
se implantará a costa de que alguna candidatura no responda a la idoneidad individual.
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estos criterios que deben regir la selección se establecerán con anterio-
ridad al inicio del proceso de selección.

Las sociedades cotizadas deberán dar preferencia a las personas 
candidatas del sexo menos representado, en el supuesto de que haya 
igualdad de competencia, prestaciones profesionales y aptitud entre to-
das ellas. Esta obligación solo podrá ser infringida en supuestos excep-
cionales fundamentados en motivos de mayor alcance jurídico, así, una 
selección conforme al cumplimiento de otras políticas de diversidad, 
siempre en base a criterios no discriminatorios.

En los apartados 5 y 6 se incorporan, igualmente, criterios de ajuste 
del proceso de selección. Por una parte, con objeto de dar respuesta a la 
persona candidata, en caso de que no resulte elegida la persona del sexo 
menos representado y que así lo solicite, la motivación y explicación de 
la elección realizada. Y por otra, un criterio de inversión de carga de la 
prueba en los procesos judiciales iniciados por la persona candidata no 
seleccionada del sexo menos representado, dado que corresponderá a 
la sociedad cotizada la aportación de una justificación objetiva y razo-
nable, suficientemente probada, de la selección realizada y del cumpli-
miento de los requisitos establecidos para ello.

En definitiva, la nueva redacción del art. 529 bis de la LSC, nos per-
mite vincular el trasvase de la norma de derecho blando del CBGSC, 
enmarcada en la RSC (art. 75 LOI) como práctica voluntaria de buen 
gobierno corporativo (recomendaciones 13 y 14) con el planteamiento 
institucional del que se está imbuyendo el Derecho de sociedades, al 
incorporar cuotas y normas procedimentales para conseguirlas que dan 
respuesta razonable a la implementación de las políticas favorables a la 
igualdad de género, facilitando el acceso de las mujeres a los consejos de 
administración de las grandes sociedades.

Se ha adelantado que la LO 2/2024 ha incorporado exigencias legales 
incluso más favorables a las previstas en la Directiva 2022/2381. Una 
de ellas, es el objetivo del equilibrio de género también en la composi-
ción de la alta dirección 120, de manera que la sociedad cotizada procure 
la presencia, como mínimo, de un cuarenta por ciento de personas del 
sexo menos representado, información que detallará además en la me-
moria (art. 260 LSC) 121. Y en el caso de que el sexo menos representado 
no alcance esa ratio, la sociedad proporcionará una explicación de los 

120  Senent Vidal, M.ª J., «La presencia equilibrada…», op. cit., pp. 1-17, 6.
121  Alonso Ureba, A., «Cuota de género y estructura/composición…», op. cit., pp. 13-

14, formula reservas respecto a la imperatividad de la cuota y a la libertad de actuación en 
los ajustes de los procesos de selección, para el caso de que no se alcance. En particular, 
en relación con los criterios y las fases ambiguas que, a su entender, recoge el art. 529 bis 
de la LSC, generando gran inseguridad jurídica, además de las dudas que igualmente le 
suscitan los derechos relativos a la representación proporcional y de las minorías.
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motivos y de las medidas adoptadas para alcanzar ese porcentaje míni-
mo en el ejercicio económico inmediatamente posterior y sucesivos 122.

El objetivo del equilibrio de género estipulado para la alta dirección, 
planteando velar por la presencia equilibrada de mujeres, no define sin 
embargo lo que hay que entender por «alta dirección». Ahora bien, la 
CNMV nos procura un criterio para definirla siguiendo la interpretación 
delimitadora de la Guía Técnica 1/2019 sobre comisiones de nombra-
mientos y retribuciones 123. Así, podrán considerarse miembros de la alta 
dirección quienes desarrollen funciones directivas bajo la dependencia 
directa del consejo, de comisiones ejecutivas o del primer cargo ejecuti-
vo, así como de la persona auditora interna.

Siguiendo con la ratio exigida para la personas consejeras y las que 
ocupan puestos de alta dirección, cabe observar que, de la incorporación 
del art. 84 bis de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, parece deducirse un mayor grado de imperatividad en 
la empresas y entidades públicas, dado que estas tendrán que garantizar 
el principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres en los nom-
bramientos y designaciones de las personas que corresponda efectuar a 
la Administración para que la representen en los consejos de adminis-
tración de las empresas en cuyo capital participe. De esta manera se da 
cumplimiento efectivo a lo dispuesto en el art. 54.2 de la LOI (2007) 124.

Con la finalidad de extender la igualdad de género más allá de lo re-
querido por la Directiva, el legislador español ha extendido los mínimos 
porcentuales de presencia del sexo menos representado a determinadas 
entidades de interés público, a través de la DA 16.ª, que dispone que el 
art. 529 bis LSC, apdo. 3 y siguientes, será de aplicación a esas entidades 
conforme a la tipología y a las magnitudes delimitadas por la legislación 

122  Pérez Troya, A., «Las nuevas obligaciones de composición equilibrada…», op. cit., 
pp. 12-13, observa que, habría sido más coherente incluir como exigencia la ratio de equi-
librio de género también para la alta dirección. A su juicio, la respuesta a través del princi-
pio «cumplir o explicar», en caso de incumplimiento de la proporción en la alta dirección, 
se recoge expresamente en el CBGSC (2020) y en el art. 540.4.g de la LSC, lo que evidencia 
un cambio apenas perceptible en el grado de coercibilidad de este precepto con relación a 
la ratio de la alta dirección. Por el contrario, Alonso Ureba, A., «Cuota de género y estruc-
tura/composición…», op. cit., p. 16, plantea sus reservas en torno al significado del apdo. 8 
del art. 529 bis de la LSC, en el que se establece que las sociedades cotizadas deberán velar 
porque la alta dirección (concepto que no se delimita) tenga una composición que asegure 
la presencia, como mínimo, de un 40 por ciento de personas del sexo menos representado, 
no aclarándose qué alcance real tiene el deber de «velar», más allá de la explicación que 
tenga que dar la sociedad en caso de no alcanzarla.

123  Véase https://www.cnmv.es/DocPortal/Legislacion/Guias-Tecnicas/Guiatecni-
ca_2019_1.pdf, p. 5.

124  Suárez Ojeda, M., «La presencia de las mujeres en los cargos públicos de elección 
política y en particular, en los órganos de administración de las empresas públicas», Go-
bierno corporativo e igualdad de género. Realidad y tendencias regulatorias actuales, Cam-
puzano Laguillo, A. B.; Pérez Troya, A. (dir.), Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, pp. 281-308, 
281 y ss.

https://www.cnmv.es/DocPortal/Legislacion/Guias-Tecnicas/Guiatecnica_2019_1.pdf
https://www.cnmv.es/DocPortal/Legislacion/Guias-Tecnicas/Guiatecnica_2019_1.pdf
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de auditoría de cuentas 125, excluyendo por lo tanto a las pymes y mi-
croempresas del ámbito de aplicación de la norma 126.

3.2.2.  �La relevancia de la información sobre el equilibrio de género  
y el sistema sancionador por incumplimiento

La incorporación de la nueva redacción del art. 529 bis de la LSC 
ha consolidado la importancia que tiene la transparencia en la infor-
mación sobre la cuestión de género y la diversidad en el ámbito socie-
tario. Así, el apdo. 6 del art. 529 bis impone a las sociedades cotizadas 
la obligación de facilitar a la junta general de accionistas «información 
relativa a las medidas exigidas en materia de equilibrio entre mujeres 
y hombres en el consejo de administración, así como sobre las posibles 
sanciones derivadas del incumplimiento de estas, y que pudieran afec-
tar a la sociedad».

Esta obligación deriva de lo dispuesto en la Directiva (UE) 2022/2381 
que prevé que, cuando el proceso de selección de candidaturas al órgano 
de administración de la sociedad cotizada se haga mediante votación 
del accionariado, los Estados miembros han de exigir a las sociedades 

125  En este sentido y conforme a la definición de entidades de interés público que re-
coge el art. 3 de la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas (BOE-A-2015-8147), 
la DA 16.ª LO 2/2024 prevé aplicable el art. 529 bis apdo. 3 y siguientes de la LSC a las 
entidades en las que, a partir del ejercicio siguiente, concurran los siguientes requisitos: 
a) Que el número medio de personas empleadas durante el ejercicio sea superior a 250; b) 
Que el importe neto de la cifra anual de negocios supere los 50 millones de euros o que el 
total de las partidas de activo sea superior a 43 millones de euros.

126  Pérez Troya, A., «Las nuevas obligaciones de composición equilibrada…», 
op. cit., pp. 17-19, critica la previsión legal, dado que excluye a sociedades emisoras de 
valores en el mercado alternativo bursátil pertenecientes a un segmento de empresas 
en expansión (reconvertido actualmente en el mercado BME Growth), no consideradas 
como empresas del mercado regulado, sino pertenecientes a un sistema multilateral 
de negociación (SMN). Para la autora habría sido más coherente con lo recogido en el 
Preámbulo de la LO 2/2024 que el criterio hubiera seguido la previsión del art. 75 de la 
LOI, la cual comprendía a esas empresas mercantiles, articulando que cumpliesen con 
los criterios en ella establecidos, esto es, que tuvieran más de 250 personas trabajadoras 
y la imposibilidad de poder presentar cuenta de pérdida y ganancias abreviada (art. 258 
LSC). Una crítica similar dedica a la «cláusula de flexibilidad familiar», mediante la 
cual excluye del cómputo, a criterio de la sociedad, a las personas consejeras ejecutivas 
y dominicales, de manera que solo se incluirán las personas consejeras independientes 
en el cálculo del porcentaje y, en consecuencia, puede afectar a la cuestión de género 
reduciendo el número mínimo de mujeres en el consejo. Igualmente, estima incoherente 
con el Preámbulo de la LO 2/2024, por una parte, la exención de la obligación de infor-
mación a la CNMV sobre la composición de género del consejo (DA 16.ª.2 LSC), con la 
excepción de la información que las entidades aseguradoras han de trasladar a la Direc-
ción General de Seguros y Fondos de Pensiones (DA 4.ª LO 2/2024 apdo. 2) y, por otra, la 
ausencia de previsión de un sistema sancionador para este tipo de entidades que, a buen 
seguro, no se sentirán interpeladas en el objetivo de mejorar el equilibrio de género en 
sus órganos de decisión.
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cotizadas que garanticen que se facilite a la junta general la información 
pertinente (art. 6.5) 127.

El deber de información en la LO 2/2024 se ha delimitado en el 
apdo. 9 del art. 529 bis, exigiendo que esa información sobre la repre-
sentación del sexo menos representado sea fácilmente accesible en la 
página web de la sociedad cotizada e integre, además, el «informe de 
sostenibilidad» a presentar anualmente al regulador.

En relación con la formalidad y la documentación requerida para 
cumplir con esta obligación de información, nos adherimos a las dudas 
que ello ha generado en la doctrina 128, dado que la incorporación de un 
nuevo informe genera duplicidades con la información sobre la com-
posición de género que incluye el «informe de gestión» (arts. 262 LSC y 
49 CCom) y el «informe anual de gobierno corporativo» (art. 540.4 a 8 
LSC), además de la confusión que genera la circunstancia de que el «in-
forme de sostenibilidad» no se haya regulado todavía en nuestro ordena-
miento. De ahí que la interpretación más razonable sea la identificación 
de esa información como no financiera y se asimile a la información a 
incluir en el «informe de gestión o en otro documento separado» 129.

En todo caso, toda la información recabada relativa a la composi-
ción de género del consejo deberá ser remitida a la CNMV, conforme a 
lo dispuesto en el art. 99 de la Ley 6/2023, de 17 de marzo, de los Mer-
cados de Valores y de los Servicios de Inversión (LVM). Esta difusión se 
complementa con la obligación que tienen las sociedades cotizadas de 
publicar esa información relevante, junto al informe anual de gobierno 
corporativo y al informe anual sobre remuneraciones de las consejeras 
y consejeros en la web de la sociedad y de la CNMV de forma gratuita 
durante 10 años. En ese sentido, la CNMV publicará, además, con pe-
riodicidad anual, un listado actualizado de las sociedades cotizadas que 
manifiesten en su informe de sostenibilidad haber alcanzado los objeti-
vos establecidos en el art. 529 bis apdo. 3 130.

127  Alonso Ureba, A., «Cuota de género y estructura/composición…», op. cit., p. 10, 
entiende que la información a la junta ha de estar referida exclusivamente a los objetivos 
y a los criterios de selección de las candidaturas, en ningún caso ha de dar a conocer las 
prioridades y el orden establecidos por el consejo en su matriz de competencias en rela-
ción con el momento y circunstancias en que se encuentre la sociedad.

128  Rodríguez González, A., «Análisis de la Directiva europea sobre información no 
financiera y diversidad», en Campuzano Laguillo, A. B. y Pérez Troya, A. (dirs.), Gobier-
no corporativo e igualdad de género: realidad y tendencias regulatorias actuales, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2019, pp. 461-485.

129  Pérez Troya, A., «Las nuevas obligaciones de composición equilibrada…», op. cit., 
p. 15.

130  Bourgon Camacho, S., «El papel de la Comisión Nacional del Mercado de Valores 
en relación con los informes anuales del gobierno corporativo», en Campuzano Laguillo, 
A. B.; Pérez Troya, A. (dir.), Gobierno corporativo e igualdad de género: realidad y tendencias 
regulatorias actuales, Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, pp. 241-264; Pérez Troya, A., «Las 
nuevas obligaciones de composición equilibrada…», op. cit., pp. 18-19.
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En relación con el sistema sancionador por incumplimiento del 
art. 529 bis de la LSC, el art. 8.1 de la Directiva 2022/2381 prevé que en 
el ordenamiento interno se ha de estructurar un sistema sancionador de 
naturaleza administrativa, cuya supervisión y aplicación es competen-
cia de la CNMV, conforme a las sanciones dispuestas en el art. 292 de la 
Ley del Mercado de Valores 131.

El sistema sancionador interno articulado en la ley responde a los 
principios delimitadores establecidos en la Directiva para las sanciones, 
de manera que estas sean efectivas, proporcionadas y disuasorias. En 
este sentido, si bien la modalidad de sanciones prevista en la mencio-
nada Directiva es diversa, dado que pueden preverse multas y la posi-
bilidad de que un órgano jurisdiccional anule o declare la nulidad de la 
selección de la persona administradora, el legislador español ha optado 
por calificar el incumplimiento del art. 529 bis apdo. 4 como infracción 
grave de naturaleza administrativa (292 LMV) 132. Esta opción hace du-
dar de la potencial eficacia de las sanciones previstas (multas 133 y limita-
ción o suspensión de operaciones como máximo de un año) para el caso 
de que se opte por la elección indebida de una persona consejera con-
forme al art. 529 bis de la LSC. Para un sector de la doctrina, al cual nos 
adherimos, habría sido más oportuno considerar otra respuesta a esta 
situación como la opción de la «silla vacía» 134. En todo caso, el plazo 
de prescripción de las infracciones graves es de cuatro años (art. 311.1 
LMV).

Ahora bien, no cabe olvidar que en nuestro derecho societario se 
prevén otras dos herramientas para abordar un supuesto contrario a lo 
dispuesto en el apdo. 4 del art. 529 bis de la LSC, a saber, por una parte, 
la impugnación de acuerdos sociales, conforme al régimen general de 
impugnación de los acuerdos del consejo (art. 251 LSC) y, por otra, el 
régimen e impugnación de los acuerdos de la junta (art. 204 y ss. LSC), 
siempre atendiendo a la regla de inversión de la carga de la prueba para 

131  Ley 6/2023, de 17 de marzo, de los Mercados de Valores y de los Servicios de In-
versión (BOE-A-2023-7053).

132  Art. 292 LMV, apartado a): «La falta de inclusión en la memoria de la información 
a la que se refiere el art. 529 bis, apdo. 8, o la inclusión de dicha información con omisio-
nes o datos falsos o engañosos».

Art. 292 LMV, apartado c): «El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el 
art. 529 bis, apartados 3 a 7 y apartados 9 a 11, relativos a las exigencias de representación 
equilibrada de mujeres y hombres entre los administradores de las sociedades cotizadas 
y a la publicación de información relativa a dicha representación equilibrada en el seno 
de la sociedad».

133  Las multas pueden ser por importe de hasta la mayor de las siguientes cifras: a) el 
triple del beneficio bruto obtenido por los actos u omisiones en que consista la infracción; 
b) el 2 por ciento de los recursos propios de la entidad infractora; c) el 2 por ciento de los 
fondos totales, propios o ajenos, utilizados en la infracción, que tampoco parece un tipo 
de multa aplicable en estos casos; o d) 300 000 euros.

134  Pérez Troya, A., «Las nuevas obligaciones de composición equilibrada…», op. cit., 
p. 15.
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el caso de que la parte actora fuera la persona candidata del sexo infra-
rrepresentado no seleccionada (art. 529 bis apdo. 7 LSC) 135.

En todo caso y tomando en consideración la articulación del siste-
ma sancionador en caso de incumplimiento de las nuevas obligaciones 
impuestas en el art. 529 bis de la LSC, la aplicación adecuada de esta 
potestad por parte de la CNMV será el elemento delimitador de la efi-
cacia del nuevo sistema sancionador previsto en nuestro ordenamiento, 
aunque es oportuno subrayar que el incumplimiento del porcentaje de 
equilibrio de género no supone per se una infracción, sino que la infrac-
ción descansa fundamentalmente en el incumplimiento de los requisitos 
del proceso de selección o el rechazo de la junta de la consejera debida-
mente seleccionada 136.

La adaptación de las obligaciones relacionadas con el equilibrio de gé-
nero en los consejos de administración de las sociedades cotizadas, cuen-
ta con un calendario de aplicación gradual, conforme a lo estipulado en la 
LO 2/2024 (Disposición Transitoria 1.ª). Así, el art. 529 bis, apartados 3 y 
siguientes de la LSC se aplicarán a partir del 30 de junio de 2026 para las 
35 sociedades con mayor valor de capitalización bursátil, y para el resto 
de las sociedades cotizadas, lo será a partir del 30 de junio de 2027 137.

Por otro lado, la previsión de la desaparición de la cuota cuando no 
se considere necesaria garantiza la aplicación razonable de su exigencia. 
A ese respecto, el considerando 54 de la Directiva 2022/2381 establece 
que, de conformidad con el principio de proporcionalidad, los objetivos 
que han de alcanzar las sociedades cotizadas deben estar limitados tem-
poralmente hasta que se alcance un progreso duradero en la composi-
ción por género de los consejos de administración. De ahí el régimen de 
seguimiento de la implementación de la norma comunitaria (art. 13) y 
su revisión y vigencia hasta el 31 de diciembre de 2038, con la previsión 
de que pueda prorrogarse su vigencia 138.

4.  �Breves reflexiones acerca de la RSC con relación  
al equilibrio de género y la diversidad en la composición  
de los órganos de decisión de las sociedades cotizadas

La primera reflexión en relación con la cuestión del equilibrio de 
género en los órganos de decisión de las grandes sociedades cotizadas 

135  Ibid., pp. 15-16.
136  Ibid., p. 16.
137  Ibid., p. 17, observa que la segunda fecha contradice lo previsto en la Directiva 

2022/2381, que fija, como fecha límite, para la adaptación de todas las sociedades cotiza-
das, sin ninguna distinción, el 30 de junio de 2026. De acuerdo con la observación Alonso 
Ureba, A., «Cuota de género y estructura/composición…», op. cit., p. 13.

138  Alonso Ureba, A., «Cuota de género y estructura/composición…», op. cit., p. 17.
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es que su desarrollo normativo ha estado ligado a las acciones positivas 
y medidas voluntarias emprendidas por las empresas en el marco de la 
RSC y vinculadas con el prestigio reputacional como objetivo empresa-
rial. En este sentido, la articulación del art. 75 de la LOI y su desarrollo 
en el marco del soft law, a través de los códigos de buen gobierno cor-
porativo (CBGSC 2020), han adoptado un rol fundamental en el proce-
so de sensibilización, concienciación e incorporación de mujeres a los 
consejos de administración en las sociedades cotizadas 139, aunque no se 
ha de obviar que, en ocasiones, estas empresas se hayan adherido a las 
recomendaciones de los códigos por objetivos orientados exclusivamen-
te a generar una buena imagen de marca 140.

Ahora bien, el impulso de la estrategia comunitaria en la Unión para 
la incorporación de las mujeres a los órganos de decisión de las grandes 
sociedades derivó, en el caso español, en la traslación de normas de soft 
law a la reforma del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, 
introducida por la Ley 31/2014, de 3 de diciembre, para la mejora del 
gobierno corporativo 141. Reforma que supuso ciertas mejoras y avances, 
en el marco del hard law, en relación con la participación de las mujeres 
en los consejos de administración de las sociedades cotizadas, si bien 
la naturaleza de la normativa incorporada seguía siendo esencialmen-
te dispositiva, dado que articulaba criterios programáticos y en ningún 
caso recogía sanción alguna por incumplimiento 142. En este sentido, la 
articulación legal de determinadas acciones de RSC de cuestiones socia-
les, medioambientales y de buen gobierno se identifican como referen-

139  Broseta Pont, M. y Martínez Sanz, F., Manual…, op. cit., pp. 507-508, señalan sobre 
la composición ideal del consejo de administración, que fue el «Código de Buen Gobier-
no» o Código Olivencia (1998), el texto que recogió una serie de recomendaciones a adop-
tar voluntariamente por las sociedades cotizadas. La composición ideal se fundamentaba 
en que, junto a las personas consejeras ejecutivas, era conveniente que existiera una ma-
yoría de personas consejeras externas o no ejecutivas, esto es, de personas independientes 
de alta cualificación profesional que defenderían los intereses del accionariado que no 
formaba parte del accionariado de control (consejeras/os dominicales). En este sentido, 
también la perspectiva de la Comisión Europea con relación a la Propuesta de Directiva 
COM (2012) 614 final y la Directiva 2022/2381.

140  Rodríguez Ruíz de Villa, D. y Huerta Viesca, M.ª I., «“Diversidad” en los Consejos 
de administración: el caso de California», Almacén del Derecho, 1 de junio de 2022, p. 1.

141  BOE-A-2014-12589. A este respecto señala López Carrillo, E. F., «Gobernanza cor-
porativa y de entidades del sector financiero, complejidad creciente, y nueva articulación 
funcional y orgánica de actores, intereses y riesgos», Actores, actuaciones y controles del 
buen gobierno societario y financiero, Fernández-Albor Baltar, A. F.; Pérez Carrillo, E. F. 
(dirs.), Torres Carlos, M. R. (coord.), Marcial Pons, Madrid, 2018, pp. 33-60, p. 45, que las 
reformas de actualización del régimen jurídico de las personas integrantes del órgano de 
administración y consejo, han derivado en buena medida de la influencia del movimiento 
de gobierno corporativo soft de los años precedentes.

142  Pérez Troya, A., «La inserción de la diversidad de género en el sistema de gobier-
no corporativo y su reflejo en la Ley de sociedades de capital», Gobierno corporativo e 
igualdad de género. Realidad y tendencias regulatorias actuales, Campuzano Laguillo, A. B.; 
Pérez Troya, A. (dir.), Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, pp. 183-209, p. 195.
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cias de calidad de los modelos de gobierno y gestión de las empresas 143, 
si bien algunas voces son firmes al cuestionar la imperatividad legal de 
la cuota de género que irrumpe en el Derecho privado y contraviene la li-
bertad de elección de las personas consejeras en el Derecho societario 144.

En cualquier caso, atendiendo a los datos recopilados, tras la modi-
ficación legal de 2014, se observó que la presencia de las mujeres en los 
consejos de administración de las sociedades cotizadas se incrementó 
significativamente. A modo de ejemplo y conforme a los datos de 2021, 
el porcentaje de mujeres en los consejos de las sociedades de las cotiza-
das del IBEX 35 era del 34,20 por ciento. Tomando en cuenta la tipología 
de personas consejeras, la cifra de consejeras ejecutivas era del 4,92 por 
ciento, las consejeras dominicales alcanzaban el 23,33 por ciento y las 
independientes el 48,95 por ciento 145.

Por lo tanto, analizada con cierta perspectiva histórica la cuestión de 
la presencia de las mujeres en al ámbito decisorio empresarial privado 
y, en particular, en los órganos de decisión de las grandes sociedades, ha 
de reconocerse el esfuerzo realizado en la articulación de normas de soft 
law y hard law que han promovido o facilitado la incorporación de las 
mujeres a los órganos de administración de las grandes corporaciones. 
Esfuerzo que es de interés insistir, en el caso español, ha derivado del 
impulso de las acciones de RSC trasladadas e integradas sistémicamen-
te en los códigos de buen gobierno y que en la normativa legal adoptó 
naturaleza programática hasta la entrada en vigor de la LO 2/2024 im-
poniendo una cuota imperativa.

No obstante, los datos evidencian todavía un desequilibrio de géne-
ro en los órganos de decisión de las grandes sociedades e instituciones 
financieras en la UE. Si bien es cierto que en 2024 el porcentaje de mu-
jeres en los consejos de administración de las grandes sociedades coti-
zadas en la UE fue del 34 por ciento y en España del 46,2 por ciento, esa 
cifra desciende al 23,3 por ciento y 21,8 por ciento respectivamente, si 
atendemos a la tipología de consejeras (ejecutivas y/o dominicales), y a 
un 8,5 por ciento de mujeres CEO en la Unión. En el caso de las institu-
ciones y corporaciones financieras esos datos devienen claramente des-
favorables para las mujeres, dado que en los consejos de administración 
de esas empresas no ocupan más del 15,3 por ciento frente al 84,7 por 

143  Blasco Vázquez, J. L., «Novedades del Código de Buen Gobierno…», op. cit., pp. 327 
y 330; Rodríguez González, A., «Buen gobierno y equidad de género…», op. cit., p. 379.

144  Alonso Ureba, A., «Cuota de género y estructura/composición…», op. cit., p. 12; 
Peinado Gracia, J. I., «El indeseado efecto político en el Derecho de Sociedades», Revista 
de Derecho Mercantil, 2024, vol. núm. 332, pp. 63-71, p. 12.

145  Disponible en https://www.cnmv.es/DocPortal/Publicaciones/Informes/Consejeras-
ydirectivas_2021.pdf.

https://www.cnmv.es/DocPortal/Publicaciones/Informes/Consejerasydirectivas_2021.pdf
https://www.cnmv.es/DocPortal/Publicaciones/Informes/Consejerasydirectivas_2021.pdf
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ciento de hombres. Estos datos revelan que en el ámbito de la economía 
y de las finanzas el poder de decisión todavía lo ostentan los hombres 146.

Por consiguiente, los datos evidencian indubitadamente que se re-
quieren medidas específicas que equilibren esa situación que impide 
que mujeres formadas y capacitadas del sector empresarial no alcancen 
esos puestos de decisión y participen en el desarrollo de la innovación, 
incorporen perspectivas más amplias y diversas y optimicen el nivel de 
profesionalidad de los consejos (considerandos 10, 16 y 17 Directiva 
2022/2381) 147, contribuyendo a satisfacer los intereses de los grupos de 
interés de la compañía, sin perjuicio de que, además, puedan mejorar 
los resultados financieros y rentabilidad de las empresas 148.

Además de las perspectivas de mejora en la gestión y buena gober-
nanza empresarial, se impone mencionar la incidencia negativa que esa 
situación de desequilibrio de género genera en la brecha salarial para 
las mujeres en el sector de la economía, empleo, negocios y finanzas. En 
este ámbito, la brecha salarial de género en la Unión Europea en 2023 
era del 12 por ciento de media 149, elevándose a una media que supera 
el 14 por ciento en el sector de las finanzas y los seguros 150 y al 36 por 
ciento entre los consejos de administración de los grandes bancos 151. De 
nuevo nos encontramos con un desequilibrio que conculca el principio 
de igualdad (art. 14 CE) y la justicia social por razón de género entre 

146  European Commission, 2025 Report on gender equality in the EU, en https://
commission.europa.eu/document/download/055fdbab-5786-425e-a072-652bf53d8fe4_
en?filename=Gender%20Equality%20Report.pdf, pp. 44-46.

147  Shi, L.; Swinkels, L.; van der Lecq F. (2017), «Board diversity and self-regulation in 
Dutch pension funds», Equal Divers Inclusion, 28(5), 2017, pp. 939–963; Madera, J. M.; Ng, 
L.; Sundermann, J. M.; Hebl, M., «Top management gender diversity and organizational 
attraction: when and why it matters», Arch Sci Psychol, 7(1), 2019, pp. 90–101; Maurer, 
C. C.; Qureshi, I., «Not just good for her: a temporal analysis of the dynamic relationship 
between representation of women and collective employee turnover», Org Stud, 42(1), 
2021, pp. 85–107, concluyen que la inclusión de la diversidad de competencias y habilida-
des, derivan en la adopción de mejores decisiones en los consejos.

148  Mckinsey and Company (2017), Women matter 2017: A way forward for Spain, 
en https://www.mckinsey.com/featured-insights/gender-equality/women-matter-2017-a-way-
forward-for-spain/es-ES.

Catalyst (2020), Why Diversity and Inclusion Matter. https:// www. catal yst. org/ re-
search/ why- diver sityand-inclusion- matter/.

López Garayalde, L., El impacto de la presencia de mujeres en los consejos de admi-
nistración, Madrid, 2021, p.  1-51. https://repositorio.comillas.edu/rest/bitstreams/436797/
retrieve.

149  En España, de un 9,2 por ciento; en https://ec.europa.eu/eurostat/statistics-explai-
ned/index.php?title=Gender_pay_gap_statistics.

En concreto, según el estudio «Brecha salarial y presencia de la mujer en puestos 
directivos 2025», realizado por Eada E Icsa con más de 80 000 datos salariales la brecha 
salarial entre ambos géneros se sitúa en el 12,9 por ciento.

150  Disponible en https://ec.europa.eu/eurostat/statistics-explained/index.
php?title=Gender_pay_gap_statistics.

151  Disponible en https://www.bloomberg.com/news/articles/2025-01-12/widening-pay-
gap-for-women-on-boards-is-red-flag-for-europe.

https://commission.europa.eu/document/download/055fdbab-5786-425e-a072-652bf53d8fe4_en?filename=Gender%20Equality%20Report.pdf
https://commission.europa.eu/document/download/055fdbab-5786-425e-a072-652bf53d8fe4_en?filename=Gender%20Equality%20Report.pdf
https://commission.europa.eu/document/download/055fdbab-5786-425e-a072-652bf53d8fe4_en?filename=Gender%20Equality%20Report.pdf
https://repositorio.comillas.edu/rest/bitstreams/436797/retrieve
https://repositorio.comillas.edu/rest/bitstreams/436797/retrieve
https://ec.europa.eu/eurostat/statistics-explained/index.php?title=Gender_pay_gap_statistics
https://ec.europa.eu/eurostat/statistics-explained/index.php?title=Gender_pay_gap_statistics
https://www.bloomberg.com/news/articles/2025-01-12/widening-pay-gap-for-women-on-boards-is-red-flag-for-europe
https://www.bloomberg.com/news/articles/2025-01-12/widening-pay-gap-for-women-on-boards-is-red-flag-for-europe
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mujeres y hombres en Europa y en España. De ahí que devenga necesa-
rio que se promulguen normas legales de naturaleza imperativa (art. 9 
CE) que faciliten la incorporación de mujeres en la alta dirección y de 
consejeras ejecutivas en los consejos de administración de las grandes 
compañías, sin perjuicio de las acciones positivas de RSC promoviendo 
ese equilibrio de género también en el resto de las compañías y empre-
sas de menor tamaño 152.

Siguiendo la estela estratégica anterior y como corolario de esta bre-
ve reflexión, la coherencia y la realidad de la praxis para las pequeñas y 
medianas empresas, que integran mayoritariamente el tejido económi-
co-empresarial español y europeo, hacen que nuestra propuesta para la 
promoción de las mujeres en la alta dirección y el órgano de adminis-
tración sea el recurrir a acciones de RSC/RSE. De lo contrario la propia 
realidad empresarial y la sostenibilidad en la gestión de estas empresas 
se verían seriamente amenazadas si las vinculásemos a una regulación 
imperativa con sanciones en caso de incumplimiento. Por ello, para esta 
tipología organizacional de tamaño pequeño y medio planteamos que 
sean las herramientas autorregulatorias y los códigos de adhesión vo-
luntaria (soft law) las herramientas que coadyuven a promover la pre-
sencia de las mujeres en el órgano de administración y en la alta direc-
ción, incorporando a través de esta regulación algunos de los principios 
de buen gobierno corporativo y articulando soluciones más equitativas, 
justas y sostenibles para la organización y sus grupos de interés, promo-
viendo, en su caso, cuotas flexibles, una regulación más laxa e incentivos 
jurídico-económicos para las empresas igualitarias 153.

152  Pérez Troya, A.; Pérez Troya, A., «La inserción de la diversidad de género…», 
op. cit., p.  207; Senent Vidal, M.ª J., «La presencia equilibrada…», op. cit., pp. 1-17, 10, 
formulan sus reservas con relación a la ausencia de sanción para las empresas de un 
determinado tamaño y no cotizadas, reivindicando un sistema de respuesta en caso de 
incumplimiento.

153  Torres Carlos, M. R., «El papel de la RSE en el gobierno corporativo de las empre-
sas. Hacia una comparabilidad diferenciada», en Torres Carlos, M. R. (coord.), Fernández 
Albor Baltar, A. Pérez Carrillo, E. F. (dirs.), Actores, actuaciones y controles del buen go-
bierno societario y financiero, Marcial Pons, Madrid, 2018, pp. 77-87, 80; Rosenberg, Ann 
(Senior Vice President Sustainability, Wood PLC) destaca en la ponencia titulada «SDG 
Ambition and the Role of Women in Shaping a Better World» del Congreso internacional 
sobre Re-inventing Globalization: Community, Virtues and the Power of Purpose, celebrado 
en Bilbao, los días 20-22 de julio de 2022, defendió que la incorporación de la perspec-
tiva de género en las empresas y corporaciones ha de ser siempre integral, desde la base 
hasta los órganos de la alta dirección y gestión:«gender balance at all management levels, 
100 percent of the framework». En https://eu.jotform.com/app/221663878407364; Leiñena 
Mendizábal, E; Basoredo Otzerinjauregi, I., Meijomil González, A.; Villafañez Pérez, I., «A 
code of good practice to promote gender equality on boards of directors of medium‑sized 
enterprises as a corporate sustainability goal», SN Business and Economics, 2024, núm. 4, 
pp. 39-74.

https://eu.jotform.com/app/221663878407364
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III.  �DE LA RESPONSABILIDAD MEDIOAMBIENTAL  
EN EL GOBIERNO CORPORATIVO A LA SOSTENIBILIDAD 
DE LAS GRANDES SOCIEDADES COTIZADAS:  
DIRECTIVA DE SOSTENIBILIDAD

Continuando con el hilo conductor de este trabajo, fundamentado 
en la incorporación de las acciones de RSC al marco regulatorio (soft 
law y hard law) de la buena gobernanza de las empresas, en los siguien-
tes apartados nos introduciremos en un tema trascendental, como es el 
de la sostenibilidad y la diligencia debida que, en la actualidad, afecta a 
las grandes sociedades europeas en el devenir de su actividad tanto en el 
entorno de la Unión como más allá de sus fronteras.

1.  �La sostenibilidad social y medioambiental  
en el marco de la RSC

Se ha realizado un análisis suficientemente detallado de la concep-
tualización de la RSC, así como de su desarrollo en el marco del Derecho 
blando articulado en los códigos de buen gobierno de las grandes cotiza-
das. No obstante, en este apartado introductorio y previo al estudio de 
la nueva Directiva de sostenibilidad 154, procede referirnos de nuevo a los 
códigos de buen gobierno que han precedido al actual (en su redacción 
de 2020), con objeto de examinar las distintas acepciones del término 
sostenibilidad recogidas en sus recomendaciones y vinculadas a la con-
cepción del interés social.

Así, hemos de referirnos al Código Conthe (2006) y a su actualización 
de 2013 (CUBG). En esta normativa autorregulatoria la recomendación 
7 disponía expresamente la actuación del consejo de administración en 
interés de la compañía, identificando este con alcanzar el máximo valor 
económico de la empresa de forma sostenida.

El concepto de sostenibilidad del CBGSC (2015), por su parte, in-
corporó a la recomendación 12, instando a que el consejo de adminis-
tración se guiase por el interés social, entendido este como la consecu-
ción de un negocio rentable y sostenible a largo plazo, promoviendo 
su continuidad y la maximización del valor económico de la empresa, 
empero previendo asimismo conciliar el interés social con los legítimos 
intereses de los grupos de interés. En este sentido, se incluía entre sus 
sugerencias incluir el impacto de las actividades de la compañía en la 
comunidad en su conjunto y en el medio ambiente.

154  Directiva (UE) 2024/1760 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de junio 
de 2024, sobre diligencia debida de las empresas en materia de sostenibilidad y por la 
que se modifican la Directiva (UE) 2019/1937 y el Reglamento (UE) 2023/2859 (DOUE-
L-2024-81037).
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Ahora bien, es en el CBGSC de 2020, el cuerpo autorregulatorio en 
el que se transforma el concepto de RSC y lo identifica con el concep-
to de empresa o compañía sostenible, de manera que se encomienda 
a la sociedad que promueva una política adecuada de «sostenibilidad 
en materias medioambientales y sociales», como facultad indelegable 
del consejo de administración 155. El CBGSC estipula, a su vez, que 
el consejo procure de forma transparente información suficiente so-
bre su desarrollo, aplicación y resultados, conforme a la obligación 
legal de procurar información no financiera y diversidad (principio 
24), e instando en las recomendaciones 52 a 54 a diseñar las estrate-
gias de sostenibilidad en materia de derechos humanos y medioam-
biente, habilitando una comisión para su supervisión (comisión de 
sostenibilidad) 156.

Atendiendo a lo previsto en las recomendaciones mencionadas del 
CBGSC 2020, en el marco de la RSC y, en particular, tomando en consi-
deración esa nueva perspectiva sobre empresa sostenible integrada en el 
código de buen gobierno, entendemos que la recientemente promulgada 
Directiva 2024/1760 atiende y transforma esos compromisos voluntaria-
mente adoptados por la empresa en materias sociales y medioambienta-
les, en su adhesión al CBGSC, en nuevas exigencias y obligaciones para 
las grandes compañías de la Unión. Esto es, la fuerza imperativa de la 
norma comunitaria convierte en normas jurídicas vinculantes algunos 
de los mencionados principios, valores y estándares voluntarios corres-
pondientes a la RSC en materia social y medioambiental, estipulando 
para ello un procedimiento preciso de implementación y un sistema de 
supervisión y sanción para el caso de incumplimiento.

Con la promulgación de la Directiva de sostenibilidad, la UE vuelve a 
trasformar la naturaleza dispositiva de algunas de las cuestiones de RSC 
en mandatos imperativos para las grandes empresas europeas, superan-
do así el principio comply or explain en caso de incumplimiento 157. Esto 
es, de nuevo acciones positivas, enmarcadas tradicionalmente en objeti-
vos de las políticas públicas e institucionales, se integran en el Derecho 
societario de los Estados miembros de la Unión a través de una norma 
legal, que pasamos a analizar seguidamente 158.

155  Fernández del Pozo, L., «La posibilidad analítica…», op. cit., p.  16, destaca que 
en el Derecho europeo (Directiva de sostenibilidad) se da por supuesto que es legítimo 
un sacrificio razonable del interés del accionariado en apoyo de otros relacionadas con 
las acciones sociales y medioambientales como estrategia del win-win, siempre que haya 
cierta proporcionalidad.

156  Hierro Anibarro, S., «De la Responsabilidad Social…», op. cit., pp. 5-6.
157  Jiménez-Piernas García, A., «La maduración…», op. cit., p. 253.
158  Embid Irujo, J. M., «Crisis de la empresa…», op. cit., p. 53.
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2.  �Las nuevas exigencias en materia de sostenibilidad  
y diligencia debida para las empresas de la Unión Europea

La Directiva (UE) 2024/1760 del Parlamento Europeo y del Conse-
jo, de 13 de junio, sobre diligencia debida de las empresas en materia 
de sostenibilidad, también denominada CSDDD/CS3D, por sus siglas en 
inglés 159, establece para las empresas de un determinado tamaño una 
serie de obligaciones materiales de relevancia futura (arts. 7-22). Estas 
obligaciones instan a la sociedad a que detecte el impacto de los riesgos 
adversos sobre el medioambiente y los DDHH de su actividad propia, de 
sus filiales y de su cadena de actividades. La previsión de esos riesgos 
detectados implicará que la empresa diseñe políticas que integren medi-
das para prevenir, mitigar y eliminar los impactos negativos potenciales 
o reales, si bien priorizando los reales como más graves.

Los derechos y obligaciones relacionados con los DDHH sobre los 
que ha de responder la empresa sometida a la Directiva se enumeran 
en el Anexo I, entre los que cabe destacar, el derecho a la vida, la pro-
hibición de la tortura y los tratos crueles, inhumanos o degradantes, el 
derecho a la libertad y a la seguridad, la prohibición de injerencias en la 
libertad de pensamiento, de conciencia y de religión, el derecho a disfru-
tar de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias, la prohibición 
del trabajo infantil, la prohibición del trabajo forzoso u obligatorio y la 
prohibición de todas las formas de esclavitud.

Por otra parte, entre las prohibiciones y obligaciones de naturaleza 
medioambiental cabe destacar, la obligación de evitar o reducir al mínimo 
los efectos adversos para la diversidad biológica, la prohibición de impor-
tar, exportar o reexportar especies amenazadas de fauna y flora silvestres 
protegidas por la Convención sobre el comercio internacional de especies, 
la prohibición de fabricar, importar y exportar productos con mercurio 
añadido incluidos en el convenio de Minamata sobre el Mercurio, la pro-
hibición de producir y utilizar algunas sustancias químicas incluidas en el 
Convenio de Estocolmo (2001) sobre contaminantes orgánicos persistentes, 
la prohibición de exportar desechos peligrosos u otros desechos, así como la 
prohibición de importar desechos peligrosos y otros desechos de un Estado 
que no sea parte en el Convenio de Basilea y que no lo haya ratificado 160. 

159  Corporate Sustainability Due Diligence Directive o Directiva sobre diligencia debida 
en materia de sostenibilidad empresarial en su traducción al castellano.

160  Alonso Ledesma, C., «Una primera aproximación a la responsabilidad de las em-
presas por incumplimiento de las obligaciones de diligencia debida», La Ley mercantil, 
núm. 118, noviembre de 2024, pp. 1-28, notas 23 y 24; Tapia Hermida, A. J., «La responsa-
bilidad civil derivada del incumplimiento de la Directiva sobre diligencia debida de las 
empresas en materia de sostenibilidad», La Ley mercantil, núm. 119, diciembre de 2024, 
Editorial La Ley, pp. 1-8, 4.
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La doctrina 161 califica de acierto la inclusión de ejemplos que delimitan los 
daños y perjuicios susceptibles de generar efectos adversos para la norma 
comunitaria. En ese sentido, quedan excluidos del elenco los daños y perjui-
cios de efectos adversos menos significativos (considerando 80), resultando 
especialmente protegidos los derechos de las personas que quedarían con-
culcados por la muerte, las lesiones físicas o psicológicas, la privación de 
libertad personal, la pérdida de dignidad humana o los daños a los bienes de 
la persona (considerando 79).

El incumplimiento de esas obligaciones conllevará sanciones de 
distinto grado y naturaleza. Esto es, la Directiva estructura un sistema 
(administrativo) preventivo para el supuesto de que no haya derivado 
un daño por ese incumplimiento y uno privado, materializado en la exi-
gencia de la responsabilidad civil, para el caso de que se haya producido 
el daño. La desacertada combinación de ambos sistemas ha derivado en 
que nuestra doctrina más autorizada 162 formule reservas ante la exigen-
cia de responsabilidad por razón del incumplimiento.

El ámbito directo de aplicación de la directiva son las grandes em-
presas o las macroempresas con más de 1000 trabajadores de media 
(art. 2.1 apartado a) y una facturación mundial neta superior a los 450 
millones de euros. En este sentido, se ha suprimido el régimen más res-
trictivo diseñado para los sectores de alto riesgo de la Propuesta de Di-
rectiva de 2022 163. En relación con las empresas que se hayan constitui-
do en terceros países y que desarrollen su actividad en la UE, también 
quedarán sometidas a la Directiva, siempre que el volumen de negocios 
generado en la Unión sea de más de 450 millones de euros, independien-
temente del número de personas que en ella trabajen. Igualmente, que-

161  Hierro Anibarro, S., «De la Responsabilidad Social…», op. cit., p.  8, subraya el 
paralelismo entre la Directiva sobre diligencia debida y el Libro Verde (2001) sobre res-
ponsabilidad social de las empresas, destacando que la norma comunitaria no se limita 
únicamente a cumplir el objetivo de la diligencia debida, sino que se extiende a su manera 
de conseguirlo mediante cumplimiento de las prohibiciones y obligaciones contenidas 
en una serie de tratados y acuerdos internacionales contenidos en el Anexo I. A juicio del 
autor, el empleo de instrumentos jurídicos internacionales de diligencia debida plantea el 
problema de su ejecución, dado que son disposiciones excesivamente genéricas en su for-
mulación. Tapia Hermida, A. J., «La responsabilidad civil derivada del incumplimiento…», 
op. cit., p. 5.

162  Alonso Ledesma, C., «Una primera aproximación a la responsabilidad…», op. cit., 
pp. 1-2; Portellano Díez, Pedro, «Nessun Dorma: el verdadero ámbito de aplicación perso-
nal de la Directiva sobre diligencia debida y sus pilares», en Castellano Ramírez, M.ª J. y 
Campuzano Laguillo, A. B. (coords.), Estudios jurídicos en homenaje al profesor Ángel Rojo, 
vol. 2, tomo 2, 2024, pp. 1181-1226, 1182.

163  Exigencias relacionadas con los sectores de alto impacto o riesgo. La nueva Direc-
tiva ha, sin embargo, ha delimitado el ámbito subjetivo de aplicación fundamentalmente 
en función del tamaño de la empresa, sin perjuicio de que estas pertenezcan a sectores 
diversos. A este respecto, con la finalidad de evaluar el impacto de las empresas en deter-
minados sectores, como el textil, calzado, agricultura y extractivo son de gran ayuda las 
guías de la OCDE. En https://mneguidelines.oecd.org/OECD-Due-Diligence-Guidance-for-
Responsible-Business-Conduct.pdf.
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dará sometida a la norma comunitaria la sociedad matriz de un grupo 
si alcanza la mencionada cifra en sus cuentas consolidadas en el ejerci-
cio anterior al último ejercicio fiscal. El ámbito de aplicación alcanza, 
igualmente, a las empresas que formen parte de una red empresarial en 
la que concurran determinadas exigencias (art. 2.1.c) 164. Asimismo, no 
se cuestiona que las exigencias de diligencia debida generarán un coste 
para las empresas difícilmente asumible por las pequeñas y medianas, 
sin olvidar que la implementación de las medidas para evitar los efectos 
adversos supondrá, en la mayoría de los casos, un coste añadido relacio-
nado con la inversión y transferencia digital prácticamente inasumible 
por las pymes 165.

En definitiva, la diligencia debida de las empresas sometidas al ám-
bito de aplicación de la Directiva implicará que estas se responsabilicen 
también de la conducta de sus filiales y de las empresas incluidas en su 
cadena de actividades. Esta previsión abarca a las empresas incluidas 
en su cadena de actividades tanto «aguas arriba» como «aguas abajo» 
(art. 3) 166.

Las actividades de las empresas socias comerciales upstream se co-
rresponderá con la actuación de las empresas que intervienen en la pro-
ducción de bienes o la prestación de servicios en el eslabón anterior de la 
cadena, así, por ejemplo, en el diseño, la extracción, el abastecimiento, 
la fabricación, el transporte, el almacenamiento y el suministro de ma-
terias primas, productos o partes de productos y en el desarrollo de pro-
ducto o del servicio. Las actividades de las empresas socias comerciales 
downstream, por el contrario, son las correspondientes a los eslabones 
posteriores de la cadena de actividades de una empresa relacionadas 
con la distribución, el transporte y el almacenamiento de un producto 
de esa empresa, siempre que esas empresas socias comerciales lleven a 
cabo esas actividades para la empresa o en su nombre. Ahora bien, se 
prevé una salvedad para las empresas financieras reguladas, como son 
las entidades de crédito o entidades aseguradoras, que solo han de su-
pervisar sus propias actividades, las de sus filiales y las de las empresas 

164  Alonso Ledesma, C., «Una primera aproximación a la responsabilidad…», op. cit., 
p. 23; Portellano Díez, P., «Nessun Dorma…», op. cit., pp. 1183-1186.

165  Portellano Díez, P., «Nessun Dorma…», op. cit., p. 1196, observa con cierta cautela 
la aplicación de la norma europea exclusivamente a las macroempresas. En este sentido, 
advierte que, en ocasiones, los efectos adversos no derivan de la reprobable actuación de 
la gran empresa, sino del comportamiento de las pequeñas y medianas empresas socias 
comerciales que integran sus cadenas de actividades.

166  Portellano Díez, P., «Nessun Dorma…», op. cit., p. 1202, ante la articulación de 
estas obligaciones «aguas arriba» o «aguas abajo», deduce que con carácter general la 
persona legitimada activamente para interponer una acción en defensa de sus intereses o 
los de una colectividad de terceras personas se convierte así en «vengador vicario».
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de la cadena de actividades en sentido ascendente (aguas arriba), pero 
no en sentido descendente (aguas abajo) 167.

Otro de los efectos, a nuestro juicio positivo, que derivará de la im-
plementación de la Directiva es la sustantivación prevista del deber de 
diligencia que han de observar las grandes empresas. Obligación que 
transciende la relativa a la información sobre sostenibilidad que han de 
procurar, esto es, el legislador europeo ha integrado sustantivamente en 
la Directiva el cuidado que las empresas han de prestar en su actividad 
en todas las cuestiones relativas a los DDHH y el medioambiente 168. Ello 
conlleva que las empresas de su ámbito de aplicación (o sus filiales) de-
berán de materializar la diligencia debida en su cadena de actividades, 
que alcanzará tanto a la de las empresas socias comerciales directas 
(relación contractual) como a la de las empresas socias indirectas (no 
existe relación contractual) 169. Así, deberán prestar especial atención so-
bre el posible impacto adverso que sus actividades tienen en materia de 
DDHH y medioambiente, conforme a códigos de conducta previamente 
elaborados 170 y a guías referenciales para le evaluación del impacto de 
esas conductas en las cadenas de actividades 171 y, para el caso de que de 
esa evaluación derive un impacto adverso grave, rescindir la relación 
contractual con esas empresas socias comerciales, salvo que esa deci-
sión tenga un impacto negativo mucho mayor que el que se pretendía 
evitar (considerando 66) 172.

La elaboración de un código de conducta en el que se describan las 
normas y principios que deben seguirse en toda la empresa y sus filiales, 
así como en las empresas socias con relación directa o indirecta (art. 7 

167  Schmidt, J., «The EU Supply Chain Directive (CSDDD) landmark or bureaucratic 
hydra?», ECCML Working Paper 2024/2 July 2024. https://www.eccml.net/eccml-workingpa-
pers/.

168  Vázquez Albert, D. «Sostenibilidad…», op. cit., p. 2731.
169  Escribano Gamir, M.ª C., «Algunas reflexiones en torno a la RSC, la sostenibilidad, 

la Directiva (UE) 2022/2464 del Parlamento y del Consejo, de 14 de diciembre de 2022, 
sobre presentación de información en materia de sostenibilidad por parte de las empre-
sas, y su adaptación al derecho español», De Iure Mercatus. Libro Homenaje al Prof. Dr. 
hc Alberto Bercovitz Rodríguez-Cano, Tirant lo Blanch, 2023, pp. 1967-1997, 1990, nota 
64; Portellano Díez, P., «Nessun Dorma…», op. cit., p. 1199, observa que la Directiva ha 
estrechado el ámbito de aplicación a las grandes empresas, pero ha ampliado el de las 
empresas socias comerciales que directa o indirectamente verán supervisada su actividad, 
aunque la relación contractual no sea o no se prevea duradera o, aunque represente una 
parte insignificante o meramente accesoria de la cadena de actividad.

170  El art. 7 de la Directiva de sostenibilidad recoge la incorporación a la gestión em-
presarial de un código de conducta en el que se describan las normas y principios que 
deben seguirse en toda la empresa y sus filiales, así como en todas sus empresas socias 
comerciales directas o indirectas.

171  Se han mencionado más arriba las guías de evaluación de impacto de riesgos de 
la OCDE por sectores: https://mneguidelines.oecd.org/OECD-Due-Diligence-Guidance-for-
Responsible-Business-Conduct.pdf.

172  Portellano Díez, P., «Nessun Dorma…», op. cit., p. 1199. En este sentido, Peinado 
Gracia, J. I., «El indeseado efecto…», op. cit., p. 13.
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Directiva), exige indefectiblemente su adhesión a las normas que articu-
le, de manera que, esa adhesión a los compromisos del código se prevé 
más exigente que las propias garantías contractuales estipuladas entre 
las partes, dado que, a juicio de un sector de la doctrina, los objetivos 
de Derecho público se imponen al Derecho de contratos fundamento del 
Derecho privado inter partes 173.

En este orden de cosas relacionadas con la cadena de actividades de 
las empresas del ámbito subjetivo de la Directiva, no cabe obviar la rele-
vancia que adquiere la cuestión del desarrollo de la actividad en un Es-
tado miembro de la UE o de fuera de sus fronteras. En este sentido, cabe 
observar que los convenios internacionales a los que se refiere el Anexo I 
están ratificados por todos los Estados de la Unión, circunstancia que 
conlleva que la supervisión de las actividades de la cadena adquirirá 
una importancia transcendental cuando la actividad sea desarrollada 
por empresas socias que pertenezcan y actúen en estados de fuera de la 
UE, independientemente de lo previsto en sus respectivas legislaciones. 
Desde esta perspectiva, la construcción jurídica de la norma comuni-
taria permite trasladar a las empresas del ámbito de aplicación de la 
Directiva el rol de la defensa de los valores de interés general o públicos 
de la UE, con la finalidad de que estos valores se trasladen, a su vez, a 
todos los países del mundo.

Sobre la inclusión de objetivos de interés general en el derecho pri-
vado la doctrina mercantilista no es pacífica y sigue debatiendo acerca 
del acierto de la estrategia de nuestro derecho comunitario. Mientras 
que para un sector esta intromisión perjudicará los objetivos principales 
de nuestro derecho societario 174, otro sector 175 al que nos adherimos, 
califica de ingenuo optimismo pensar que, sin la robusta intervención 
del regulador, la competencia en el mercado termine por imponer una 
solución conforme con el marco establecido por la buena gobernanza 
social y medioambiental (race to the top).

173  Sánchez-Calero Guilarte, Juan, «El interés social como principio orientador del 
gobierno corporativo», Interés social y gobierno corporativo sostenible: deberes de los admi-
nistradores y deberes de los accionistas, Martínez-Echevarría García de Dueñas, A. (dir.), 
Thomson Reuters Aranzadi, Cizur Menor, 2019, pp. 39-97; Portellano Díez, P., «Nessun 
Dorma…», op. cit., p. 1208.

174  Portellano Díez, P., «Nessun Dorma…», op. cit., pp. 1202-1203, señala que el 
art. 3.5 del Tratado de la Unión Europea ampara esta estrategia. Ahora bien, cuestiona, 
a su vez, que la salvaguarda de los valores de la Unión condicione el fin lucrativo de las 
empresas mercantiles, así como que la actuación del consejo de administración deba velar 
por el cumplimiento de esa legalidad vigente, aun a costa de que se maximice o no el valor 
de la empresa. En este sentido, la crítica de la incursión de objetivos «extrasocietarios» 
en el Derecho de sociedades español formulada recientemente por Peinado Gracia, J. I., 
«El indeseado efecto…», op. cit., p. 4, entiende que la función primordial del Derecho de 
sociedades es regular el capital y las relaciones de poder entre sus titulares bajo un prin-
cipio de igualdad, de manera que la actuación del legislador al incorporar instrumentos 
de finalidad extrasocietaria ha de ser coherente con la lógica y los límites de ese Derecho.

175  Fernández del Pozo, L., «La posibilidad analítica…», op. cit., p. 4.
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3.  �La responsabilidad derivada del incumplimiento  
de las obligaciones sobre la diligencia debida

Establecido el marco de actuación y la obligación de diligencia debi-
da a preservar por las empresas del ámbito de aplicación de la Directiva, 
corresponde en este apartado, siquiera brevemente, plantear las conse-
cuencias de su incumplimiento. Y es que con el desarrollo legal de la 
responsabilidad de las empresas por incumplimiento de las exigencias y 
obligaciones en materia de DDHH y del medioambiente en la cadena de 
actividades, se plantean numerosos interrogantes jurídicos. La cuestión 
más relevante es que determinadas acciones de RSC abandonarán el 
ámbito del perjuicio reputacional, derivado de un incumplimiento de 
esas acciones, para convertirse en un incumplimiento auténticamente 
sancionable y, en consecuencia, la respuesta para reclamar las medidas 
de sostenibilidad será acudir a la litigación societaria en contraste con 
la respuesta de comply or explain por incumplimiento de los principios 
y acciones de RSC 176.

Sobre esta cuestión la Directiva prevé que sean los Estados miem-
bros quienes determinen el organismo cuya competencia sea la supervi-
sión y el control de las obligaciones y exigencias articuladas en materia 
de DDHH y medioambiente. Por consiguiente, corresponderá al legisla-
dor español decidir la creación de un nuevo organismo o la habilitación 
de los ya existentes, en función de la materia y del sector afectado. Así 
podrían adoptar este rol el Banco de España, para el caso de las entida-
des financieras, la CNMV o la CNMC 177.

La finalidad de la autoridad nacional será, en todo caso, la de super-
visar y controlar el grado de cumplimiento de las exigencias estipuladas 
y, en caso de incumplimiento, la de imponer las sanciones pertinentes. 
En este sentido, sobra decir que esa autoridad requerirá de la dotación 
de recursos materiales y personales suficientes, máxime cuando las fun-
ciones que deberá de desarrollar son a todas luces numerosas, amplias e 
intrusivas. Y, en particular, para llevar a cabo esa función de control, la 
autoridad nacional deberá estar habilitada para poder recopilar infor-
mación sobre la conducta de las empresas, exigiendo a estas que le pro-
porcionen información sensible, en muchos casos, sobre aquellos aspec-
tos que considere necesarios y poder, a su vez, trasladar esa información 
a otras autoridades internacionales si se lo solicitan y la investigación 
así lo requiere.

La investigación puede iniciarse de oficio o a instancia de parte (de-
nuncia), cuando haya «inquietudes fundadas» (considerando 58). Ahora 

176  Hierro Anibarro, S., «De la Responsabilidad Social…», op. cit., p. 9.
177  Alonso Ledesma, C., «Una primera aproximación a la responsabilidad…», op. cit., 

p. 4.
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bien, la investigación iniciada por una denuncia deberá garantizar en 
todo caso la protección de la persona denunciante (art. 26.2). Asimismo, 
deberá respetar los principios de todo procedimiento relativos a la ce-
leridad en la evaluación indiciaria, el plazo y el traslado a la autoridad 
competente cuando la «inquietud» tenga fundamento suficiente 178.

El régimen de responsabilidad que ha articulado la Directiva es con-
forme a lo dispuesto en el art. 29 y ha de ser interpretado según lo pre-
visto en los considerandos 79 a 91. En este sentido, se ha construido 
un sistema general basado en la responsabilidad administrativa y en la 
responsabilidad civil de las empresas con derecho a una indemnización 
íntegra. No obstante, el régimen establecido en la norma comunitaria es 
de carácter supletorio en relación con el régimen de responsabilidad ci-
vil previsto en las normativas de los Estados miembros. Así, entre los as-
pectos sustanciales a tener en cuenta es que ha de responder al triángulo 
clásico de la responsabilidad civil en el Derecho continental, esto es, se 
han de dar estas tres premisas: a) el incumplimiento de la obligación ha 
de ser de forma deliberada o negligente; b) la prohibición u obligación 
ha de tener por objeto la protección de la persona física o jurídica que 
haya sufrido el daño y c) ha de existir un nexo causal entre el incumpli-
miento y el daño sufrido por la persona física o jurídica 179.

El incumplimiento de las obligaciones de diligencia debida, como 
se ha adelantado, conllevará una sanción de naturaleza administrativa, 
que responderá a la estructuración previa del sistema sancionador con 
sanciones efectivas y que sean proporcionadas y disuasorias. Sobre este 
particular autorizada doctrina cuestiona la exigencia de la proporciona-
lidad de las sanciones administrativas condicionada al efecto disuasorio 
que han de tener, dado que por la naturaleza del daño las sanciones 
deberían ser necesariamente altas y, en consecuencia, su aplicación pu-
diera derivar en efectos contrarios a los pretendidos por la norma comu-
nitaria, como puede ser la ruptura de relaciones contractuales con los 
proveedores extranjeros 180.

En todo caso, la Directiva establece el carácter prioritario del per-
juicio causado recurriendo a pautas para considerar la gravedad del im-
pacto adverso generado. Así, la gravedad del efecto adverso se evaluará 
«sobre la base de la escala, alcance o carácter irreparable de ese efecto, 
teniendo en cuenta la importancia de este, en particular el número de 
personas que se vean o vayan a verse afectadas, el grado en que el me-
dio ambiente se vea o pueda verse dañado o afectado de otro modo, la 
irreversibilidad del efecto y los límites de la capacidad para devolver a 

178  Ibid., p. 5.
179  Tapia Hermida, A. J., «La responsabilidad civil derivada del incumplimiento…», 

op. cit., p. 3.
180  Alonso Ledesma, C., «Una primera aproximación a la responsabilidad…», op. cit., 

p. 8.
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las personas afectadas o al medio ambiente a una situación equivalente 
a la que tenían antes de la producción del efecto en un plazo razonable» 
(considerando 44) 181.

Atendiendo a la articulación de las normas que regulan la respon-
sabilidad por incumplimiento de las obligaciones de la Directiva, cabe 
señalar que no cabe obviar la indeterminación de los riesgos jurídicos 
de discrecionalidad interpretativa en caso de incumplimiento por parte 
de la empresa y, en particular, en relación con la diligencia exigible a 
los órganos de administración, dirección y gestión a este respecto. En 
ese sentido, es previsible el notable aumento de las obligaciones de dili-
gencia de las personas integrantes del órgano de administración de las 
sociedades cotizadas en nuestro ordenamiento, a sumarse a las estipu-
ladas en la LSC, el CBGSC y demás leyes sectoriales 182.

3.1.  �La sanción administrativa por incumplimiento  
de la diligencia debida

Tomando en consideración la estructura del sistema sancionador 
articulado en la Directiva de sostenibilidad, la autoridad de control de 
cada Estado miembro deberá supervisar el diseño y la adopción del plan 
de transición para la mitigación del cambio climático, siguiendo un mo-
delo y estrategia compatibles con la transición a una economía sosteni-
ble, con la limitación del calentamiento global a 1,5.º, en consonancia 
con el Acuerdo de París, y con el fin de lograr la neutralidad climáti-
ca para 2050 (art. 22.1.d). Atendiendo a esta previsión normativa, cabe 
deducir que la empresa podría ser sancionada administrativamente si 
omite o no invierte lo suficiente en un plan que haga viable lo dispuesto 
en la norma. Desde este punto de vista, la literatura jurídica 183 también 
formula ciertas críticas en relación con la ambigüedad de la previsión 
normativa y la concreción de las medidas susceptibles de adoptarse en 
el marco de la estrategia o modelo de transición a seguir.

A la hora de articular el sistema sancionador de responsabilidad ad-
ministrativa, la norma comunitaria establece que el legislador nacional 
deberá prever, como mínimo, dos tipos de sanciones. Por una parte, las 
sanciones pecuniarias y, por otra, el de las amonestaciones públicas, 

181  Ibid., p. 9.
182  Tapia Hermida, A. J., «La responsabilidad civil derivada del incumplimiento…», 

op. cit., p. 2.
183  Alonso Ledesma, C., «Una primera aproximación a la responsabilidad…», op. cit., 

p. 8, previne acerca de la indeterminación, dado que la referencia al diseño del plan adole-
ce de ambigüedad, en particular, con relación a la descripción de la función de los órganos 
de administración, dirección y supervisión en lo que especta al plan de transición para la 
mitigación del cambio climático (art. 22.1 d), sin aclarar las consecuencias que para esos 
órganos puede tener su incumplimiento.
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previendo que estas últimas se formulen en caso de incumplimiento de 
la sanción pecuniaria impuesta. Sobre esta materia y a pesar de que 
la cuantía de las sanciones pecuniarias es competencia del legislador 
nacional, la Directiva formula los criterios referenciales. Así, se tomará 
como referencia «el volumen de negocio mundial neto de la empresa 
con un límite máximo no inferior al 5 por ciento de dicho volumen de 
negocios en el ejercicio financiero anterior a la decisión de imponer la 
sanción» (art. 27.4). Las sanciones pecuniarias que afecten a los grupos 
de sociedades, por su parte, se calcularán teniendo en cuenta el volumen 
de negocios consolidado notificado por la empresa matriz ultima 184.

Por su novedad, es de interés subrayar que todas las resoluciones 
sancionadoras de las autoridades nacionales, adoptadas conforme a las 
normas de derecho nacional, deberán de ser comunicadas a la Red Eu-
ropa de Autoridades de control y estar disponibles públicamente duran-
te, al menos, cinco años. Esta previsión responde a la incidencia que el 
cumplimiento de la normativa de sostenibilidad tendrá en un futuro en 
la adjudicación de los contratos públicos y de concesión a las empresas 
incumplidoras en el espacio europeo (art. 31).

3.2.  �La responsabilidad civil por incumplimiento  
de la diligencia debida

El régimen de responsabilidad administrativa coexiste, como se ha 
anticipado, con el régimen de responsabilidad civil, de forma similar a 
lo establecido en las leyes de defensa de la competencia (art. 61 y ss. y 
70 y ss. LDC). Así, en caso de incumplimiento de las obligaciones de di-
ligencia debida, la empresa puede ser sancionada administrativamente 
y, además, puede exigírsele responsabilidad civil por los daños causa-
dos a las personas físicas o jurídicas cuando, como consecuencia de ese 
incumplimiento, se haya producido un impacto adverso que debió ser 
identificado, prevenido, mitigado, eliminado, o minimizado su alcance 
mediante la aplicación de las medidas apropiadas establecidas en los 
arts. 10 y 11, y siempre que el incumplimiento de tales obligaciones hu-
biera sido debido a dolo o negligencia (art. 29) 185.

La articulación del régimen de responsabilidad civil en la Directiva 
ha sido tratada con reservas por parte de la literatura jurídica 186, dado 

184  Ibid., p. 10, advierte que la Directiva adolece también en este caso de gran indeter-
minación, dado que ese 5 por ciento es realmente un mínimo, no un máximo y el criterio 
referencial no es suficiente para responder al espíritu armonizador de la Directiva.

185  Ibid., p.  11; Palá Laguna, R., «La responsabilidad por culpa en la propuesta de 
directiva de diligencia debida en materia de sostenibilidad», Análisis GA_P, abril 2024. 
https://ga- p. com/wp-content/uploads/2024/08/Exclusiones_de_la_Directiva.pdf.

186  Alonso Ledesma, C., «Una primera aproximación a la responsabilidad…», op. cit., 
p. 11; Centeno Huerta, S., «Una visión europea sobre la futura regulación de las acciones 
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que tampoco ha dado respuesta suficiente al contexto de globalización 
en el que se han de sustanciar determinados requisitos procesales, de 
manera que las diferencias entre las legislaciones de los distintos Esta-
dos miembros pueden dar lugar a que las demandas elijan el foro más 
beneficioso para formular las demandas conforme a sus intereses.

No obstante, las reservas hacia su formulación, el texto comunitario 
no elude la atención a los aspectos procesales y advierte acerca de la 
dificultad que conllevará la existencia de distintos regímenes nacionales 
de responsabilidad civil. De ahí que disponga una serie de previsiones 
favorecedoras de la responsabilidad civil empresarial por las infraccio-
nes de las normas de sostenibilidad, con el fin de garantizar el derecho 
a la tutela judicial efectiva y superar los obstáculos procesales a los que 
se pueden enfrentar las víctimas de efectos adversos, como puede ser la 
dificultad para acceder a las pruebas, la duración limitada de los plazos 
de prescripción, la ausencia de mecanismos adecuados para las accio-
nes de representación y los costes prohibitivos de los procedimientos de 
responsabilidad civil (considerando 82).

En ese sentido, la Directiva también prevé la posibilidad de inter-
poner acciones colectivas ejercitadas por sindicatos u organizaciones 
no gubernamentales, tanto de forma directa como indirecta. Así, prevé 
la legitimación activa de forma indirecta planteando que los Estados 
miembros establezcan condiciones razonables que permitan que cual-
quier parte presuntamente perjudicada pueda autorizar a un sindica-
to, una organización no gubernamental en el ámbito de los derechos 
humanos o el medio ambiente para que interponga demandas y hacer 
valer de esta manera los derechos de la parte presuntamente perjudica-
da. Para ejercitar la legitimación activa directa se prevé, por otra parte, 
que la legislación nacional habilite que un sindicato u organización no 
gubernamental autorizado pueda interponer demandas y hacer valer los 
derechos concedidos por la Directiva (art. 29.3.d) 187. Ahora bien, sobre 
esta cuestión se espera una pronta modificación, conforme a lo previsto 

colectivas en un contexto global de cambio regulatorio», Diario La Ley, núm. 10577, 27 
de septiembre de 2024, p. 12. Antunes, J. E., «Corporate Sustainability Due Diligence. The 
New Mantra and its Fallacies», Revista de Derecho Bancario y Bursátil, núm. 175, abril de 
2025, Editorial Aranzadi, pp. 1-18. 7 y 12, plantea el temor de que sean las grandes corpo-
raciones las que hayan de gestionar cuestiones tan delicadas como los derechos humanos, 
sin un control efectivo público.

187  Tapia Hermida, A. J., «La responsabilidad civil derivada del incumplimiento…», 
op. cit., p. 6, señala que para evitar abusos en el ejercicio de estas acciones colectivas se 
establecen ciertas garantías que consisten en que los sindicatos u organizaciones no gu-
bernamentales deberán cumplir una serie de requisitos, entre ellos, el de mantener una 
presencia permanente propia y no dedicarse comercialmente a la defensa de los derechos 
protegidos en la Directiva (considerando 84).
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en la Propuesta Ómnibus I de la Comisión Europea [COM (2025) 80 
final 2025/0044 (COD)] de modificación de la CS3D 188.

La Propuesta Ómnibus I formula la modificación de las Directi-
vas (UE) 2022/2464 y (UE) 2024/1760, en algunos aspectos de singular 
trascendencia. Por citar dos de ellos, en primer lugar, destacaríamos la 
modificación de las fechas a partir de las cuales los Estados miembros 
deben aplicar determinados requisitos de presentación de información 
corporativa y de diligencia debida de las empresas en materia de sos-
tenibilidad y, en segundo lugar, la exclusión de la legitimación activa a 
los colectivos, personas consumidoras, instituciones y organizaciones 
civiles medioambientales y de derechos humanos.

La modificación de los plazos de implementación de la CS3D se ha 
realizado mediante la Directiva denominada Stop-the-Clock (2025/794/
UE) 189, publicada el 16 de abril de 2025, que prevé el aplazamiento de 
un año la transposición de la CS3D (hasta julio 2027) y un año más el 
plazo de aplicación (hasta julio de 2028) para la primera ola de empre-
sas afectadas (art. 2).

En todo caso, con relación al tema que nos ocupa, la responsabilidad 
civil por daños de las empresas de la CS3D se entenderá sin perjuicio 
de la responsabilidad civil de sus filiales o de cualquier empresa socia 
comercial directa o indirecta en la cadena de actividades de la empresa, 
estableciéndose la responsabilidad solidaria para los casos en que los 
daños hayan sido causados conjuntamente por la empresa, su filial y la 
empresa socia comercial (directa o indirecta) (art. 29.5) 190.

Siguiendo con las pautas procesales, la Directiva de diligencia debi-
da también recoge los aspectos más relevantes a tener en cuenta en la 
articulación de la prescripción de la acción resarcitoria (art. 29.3.a), a 
saber, el plazo mínimo de prescripción de 5 años, el inicio de la acción, 
la duración, la suspensión o la interrupción de los plazos de prescrip-
ción, puntualizando que, en ningún caso, las normas nacionales deben 
obstaculizar indebidamente la interposición de demandas por daños y 
perjuicios, ni ha de articularse de forma más restrictiva que las normas 
relativas a los regímenes nacionales generales de responsabilidad civil.

Igualmente, el texto comunitario prevé que las personas demandan-
tes están habilitadas para que puedan solicitar medidas de cesación, a 
través de procedimientos rápidos y abreviados. De esta manera, se po-
drán adoptar medidas provisionales o definitivas para poner fin a las 

188  Véase https://commission.europa.eu/document/download/0affa9a8-2ac5-46a9-98f8-
19205bf61eb5_en?filename=COM_2025_80_EN.pdf.

189  Véase https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=OJ:L_202500794.
190  Tapia Hermida, Alberto J., «La responsabilidad civil derivada del incumplimien-

to…», op. cit., p. 7.

https://commission.europa.eu/document/download/0affa9a8-2ac5-46a9-98f8-19205bf61eb5_en?filename=COM_2025_80_EN.pdf
https://commission.europa.eu/document/download/0affa9a8-2ac5-46a9-98f8-19205bf61eb5_en?filename=COM_2025_80_EN.pdf
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infracciones de las disposiciones de derecho nacional conforme a lo pre-
visto en la norma europea (art. 29.3.c).

3.3.  La Propuesta Ómnibus I de simplificación normativa

La promulgación de la Directiva (UE) 2024/1760 de debida diligen-
cia en materia de sostenibilidad empresarial (CSDDD/CS3D) 191, ha sido 
objeto de exhaustivos análisis por parte de nuestra doctrina y ha sido 
criticada 192 por su ambigüedad e inseguridad jurídica, así como por la 
escasa armonización que su trasposición puede generar, además de los 
problemas de orden global que previsiblemente pueda generar.

Las reservas formuladas a su implementación han hecho que su mo-
dificación no se haya hecho esperar. Así, la propia Comisión ha plantea-
do una reforma a la norma europea en fecha de 26 de febrero de 2025, 
con la propuesta de simplificación normativa, denominada Propuesta 
Ómnibus I de simplificación normativa 193, más arriba mencionada, y 
cuyo objeto es proporcionar una mayor coherencia al conjunto de nor-
mas que integran la regulación de la sostenibilidad, así como reforzar 
la armonización del régimen estándar de diligencia debida en el espacio 
europeo. En particular, la Comisión considera fundamental la cohesión 
con la Directiva (UE) 2022/2464 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 14 de diciembre de 2022, relativa a la presentación de información 
sobre sostenibilidad (CSRD) 194.

En ese sentido, han sido tres los fundamentos de la propuesta de 
modificación de la CS3D. En primer lugar, pretende proporcionar más 
tiempo a los Estados miembros para su trasposición y a las empresas 
para adaptar sus sistemas de gestión diligente de riesgos adversos, cues-
tión esta resuelta con la publicación de la Directiva denominada Stop-
the-Clock (2025/794/UE) en fecha de 16 de abril de 2025 195. En segundo 
lugar, intentará reducir las cargas administrativas y los costes para las 
empresas obligadas y las integradas en sus cadenas de actividades, mi-
nimizando el impacto para la competitividad de las empresas europeas. 
Y, en tercer lugar, su objetivo es reforzar la armonización del estándar 

191  CSDDD: Corporate Sustainability Due Diligence Directive, Directiva sobre Diligen-
cia Debida en Sostenibilidad Empresarial en su traducción al castellano.

192  Alonso Ledesma, C.; Peinado Gracia, J. I.; Portellano Díez, P. entre otros.
193  Propuesta Ómnibus de 26 de febrero de 2025. https://finance.ec.europa.eu/docu-

ment/download/161070f0-aca7-4b44-b20a-52bd879575bc_en?filename=proposal-directive-
amending-accounting-audit-csrd-csddd-directives_en.pdf&prefLang=es.

194  Corporate Sustainability Reporting Directive, en su traducción al inglés.
195  Disponible en https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/

HTML/?uri=OJ:L_202500794.

https://finance.ec.europa.eu/document/download/161070f0-aca7-4b44-b20a-52bd879575bc_en?filename=proposal-directive-amending-accounting-audit-csrd-csddd-directives_en.pdf&prefLang=es
https://finance.ec.europa.eu/document/download/161070f0-aca7-4b44-b20a-52bd879575bc_en?filename=proposal-directive-amending-accounting-audit-csrd-csddd-directives_en.pdf&prefLang=es
https://finance.ec.europa.eu/document/download/161070f0-aca7-4b44-b20a-52bd879575bc_en?filename=proposal-directive-amending-accounting-audit-csrd-csddd-directives_en.pdf&prefLang=es
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de conducta y la cohesión con otras nomas, en particular con la men-
cionada CSRD 196.

Seguidamente y sin perjuicio de que las modificaciones propuestas 
están pendientes de aprobación, en las líneas siguientes pasamos a enu-
merar el contenido resumido de las principales modificaciones propues-
tas a la CS3D 197:

—  Se aplazan los plazos de transposición y aplicación de la Directiva 
para las empresas más grandes, esto es, aquéllas que tienen más de 5000 
personas empleadas y más 1500 millones de euros de facturación.
—  Se adelanta el plazo para que la CE emita la guía de mejores prác-
ticas para desplegar la debida diligencia empresarial a julio del 2026.
—  Se amplía el ámbito de la máxima armonización que abarca a las 
obligaciones básicas de diligencia debida, sobre las que los Estados no 
van a poder regular de forma más estricta, en particular, sobre el de-
ber de identificación y evaluación de efectos adversos, de prevención de 
efectos adversos potenciales, de eliminación efectos adversos reales y el 
deber de proporcionar un mecanismo de notificación y un procedimien-
to reclamación.
—  Se reduce la extensión de la debida diligencia en la cadena de ac-
tividades a las operaciones propias de las empresas, a las de las filiales 
y, como regla general, cuando estén relacionadas con su cadena de ac-
tividades, a las empresas socias comerciales directas. Esta limitación a 
la cadena de actividades al tier1 implicará que determinadas empresas 
deberán de rendir cuentas sobre su gobierno diligente de impactos y 
riesgos en DDHH en sus cadenas de actividades directas, sin perjuicio 
de lo establecido en regímenes jurídicos de distinto alcance 198.
—  Se limitan las solicitudes de información a las empresas socias co-
merciales que no tengan más de 500 empleados. Ello implicará que la 
información afectada será la especificada en las normas voluntarias de 
información sobre sostenibilidad para las pymes.
—  Se limita el ámbito del concepto de partes interesadas a las per-
sonas empleadas, sindicatos y a la representación de las personas tra-
bajadoras de la empresa obligada y sus filiales, de las empresas socias 
directas, así como a las personas y comunidades afectadas directamente 

196  CSRD: Corporate Sustainability Reporting Directive, que se traduce al castellano 
como Directiva sobre Informes de Sostenibilidad Corporativa.

197  Disponible en https://www.cuatrecasas.com/es/global/derechos-humanos/art/directi-
va-cs3d-propuesta-modificacion.

198  En cualquier caso, la propuesta no ha abordado suficientemente la cohesión nor-
mativa entre la norma general de diligencia debida (art. 3.1 CS3D) y las normas especiales 
de debida diligencia empresarial que afectan a ámbitos subjetivos diferentes y a bienes 
jurídicos particulares: Reglamento de deforestación, el de baterías, el de IA, el de servicios 
digitales o, incluso, el Reglamento de trabajo forzoso cuya finalidad es la protección espe-
cial de un bien jurídico concreto.

https://www.cuatrecasas.com/es/global/derechos-humanos/art/directiva-cs3d-propuesta-modificacion
https://www.cuatrecasas.com/es/global/derechos-humanos/art/directiva-cs3d-propuesta-modificacion
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por los productos, servicios u operaciones de la empresa, sus filiales y 
empresas socias comerciales. Es decir, como se ha anticipado, se ex-
cluye del concepto de partes interesadas a los colectivos, a las personas 
consumidoras, instituciones y organizaciones civiles medioambientales 
y de derechos humanos.
—  Se amplia de uno a cinco años el intervalo en el que las empresas de-
ben evaluar y actualizar periódicamente su sistema de debida diligencia.
—  Se elimina la obligación de poner fin a la relación con la empresa 
socia comercial como medida de último recurso, sustituyéndola, en caso 
de imposibilidad de prevenir o eliminar efectos adversos potenciales o 
reales en la cadena de actividades, si lo permite la ley aplicable al con-
trato, la suspensión de la relación comercial mientras se continúa traba-
jando con la empresa proveedora hacia una solución.
—  Se suprime la previsión de un régimen específico de responsabili-
dad civil a nivel europeo, sin perjuicio de que los Estados miembros ase-
guren la compensación completa de los daños causados a una persona 
física o jurídica conforme al régimen de cada Estado miembro 199.
—  Se revoca la obligación de los Estados miembros en relación con la 
estipulación de acciones de representación de los sindicatos o las ONG. 
Ahora bien, se permite que el derecho nacional defina si sus disposicio-
nes en materia de responsabilidad civil prevalecen sobre las normas del 
tercer país en que se produce el daño.
—  Se establece una nueva regulación de las sanciones de las autori-
dades de control, eliminando el límite mínimo de la multa del 5 por 
ciento basada en el volumen de negocios en caso de incumplimiento y, 
a su vez, se prohíbe que los Estados fijen un importe máximo que impi-
da a las autoridades de supervisión imponer sanciones de acuerdo con 
los principios establecidos en la norma europea, disponiendo que la CE 
emita una guía para la determinación de sanciones por las autoridades 
de control nacionales 200.
—  Se elimina la cláusula de revisión específica de la CS3D en relación 
con la aplicación del estándar de debida diligencia al sector financiero.
—  Se mantiene el deber de adoptar planes de transición para la miti-
gación del cambio climático, pero se elimina la consideración de que la 
notificación de dicho plan en el Informe de sostenibilidad implique que se 
interprete que las empresas han cumplido con la obligación de adopción 
de dicho plan. De esta manera, se articula una mayor coherencia con el ré-
gimen establecido de información de sostenibilidad de la Directiva CSRD.

199  Esta circunstancia implicará que la acción de compensación de daños se regirá 
por el sistema de cada Estado miembro, lo cual generará diferencias en la conceptualiza-
ción de la ley aplicable a la reclamación, así como en cuestiones sustantivas y procesales 
clave para el acceso al recurso judicial efectivo.

200  Como se ha anticipado, esta última opción elimina la base sancionadora mínima 
común en el mercado europeo de las sanciones.
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Tras este rápido y breve repaso a las principales modificaciones for-
muladas por la Propuesta Ómnibus I 2025, es evidente que, en general, 
se plantea una reducción en el grado de cumplimiento o enforcement de 
la Directiva de sostenibilidad y, en consecuencia, en la armonización y 
en la aplicabilidad de la norma europea. A nuestro juicio, la nueva ar-
ticulación propuesta no parece que coadyuve a reducir la inseguridad 
jurídica derivada de la diferencia entre los regímenes de responsabilidad 
y acceso a la justicia en los distintos Estados miembros. No obstante, 
no nos es ajeno, dadas las reservas mostradas por nuestra doctrina a 
lo largo de este trabajo, que la cautela ante el previsible aumento de la 
litigación en la Unión ha hecho que la Comisión haya ajustado el grado 
de exigibilidad de las responsabilidades en relación con el estándar de 
diligencia debida exigible a las grandes empresas europeas. Habrá que 
esperar al resultado de la modificación propuesta por la Propuesta Óm-
nibus I y, sobre todo, a su articulación definitiva en los regímenes jurídi-
cos de los Estados miembros, cuestión que no dudamos será compleja y 
objeto de profundos análisis y estudios sobre la materia.

4.  �Reflexiones finales acerca de la RSC con relación a la 
Directiva de sostenibilidad y a su propuesta de modificación

A la espera de las nuevas directrices europeas pendientes de aproba-
ción de la Propuesta Ómnibus I de simplificación normativa, hace que 
sea arriesgado formular juicios estrictos acerca de la futura implemen-
tación de la norma de sostenibilidad y diligencia debida en el espacio de 
la Unión.

No obstante, es manifiesto que la Comisión ha adoptado una línea 
determinada y ha expuesto unos límites a la actuación de las grandes 
empresas y macroempresas europeas en materia de DDHH y de tutela 
medioambiental, la mayoría de las cuales tiene relaciones comerciales 
y cuenta con cadenas suministradoras en países emergentes y en países 
en vías de desarrollo, con legislaciones ciertamente laxas en materia de 
DDHH y medioambientales. En este sentido, la Comisión ha actuado 
con coherencia y responsabilidad en relación con los valores y princi-
pios que defiende en la Unión (arts. 2 y 3 TUE) y que trata de promover 
y articular a través de su política legislativa, integrando en ella paráme-
tros de cumplimiento que, efectivamente, trascienden más allá de sus 
fronteras, empero como institución se comprometió a secundar en la 
adhesión a los diversos convenios internacionales sobre esta materia.

A nuestro entender la publicación de la CS3D supone, en general, 
un paso adelante y un significativo avance en el grado de coercibilidad 
de las cuestiones sociales y medioambientales que integran los compro-
misos voluntarios de la responsabilidad social corporativa y el buen go-
bierno en las grandes sociedades y compañías. En este sentido, se espera 
que la Directiva de diligencia debida sea el motor tractor que incorpore 
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a nuestras legislaciones internas determinadas exigencias y obligaciones 
que, en caso de incumplimiento, deriven en sanción. Por lo tanto, el 
avance es significativo, dado que de la voluntariedad o coercibilidad me-
dida y la aplicación del principio cumplir o explicar en caso de incum-
plimiento, nos trasladamos a la respuesta sancionadora y a la necesidad 
de elevar el grado de diligencia en el cumplimiento de las obligaciones 
exigidas (DDHH y sostenibilidad) por temor a la sanción y, sobre todo, 
por temor al descrédito reputacional.

En cualquier caso, no cabe obviar que las macroempresas de la UE 
y, en particular, las grandes empresas españolas, han realizado en los 
últimos años un esfuerzo para integrar objetivos de mejora en materia 
de DDHH en sus cadenas de suministro y de protección medioambiental 
a través de acciones y medidas de RSC, como se recoge en sus planes 
estratégicos e informes de sostenibilidad 201. Ahora bien, tampoco cabe 
obviar que existen empresas que, por mera cuestión reputacional, recu-
rren a confusas acciones de RSC con la finalidad de integrarlas en sus 
alegaciones publicitarias y con el objeto de trasladar al mercado y al 
tráfico económico un mensaje de organización sostenible exagerando 
los beneficios medioambientales que promueven (greenwashing) 202.

No podemos sino coincidir con algunas reservas formuladas por la 
doctrina en relación con la ambigüedad en la articulación de ciertas obli-
gaciones de la CS3D y la inseguridad jurídica que ello puede conllevar. 
Asimismo, coincidimos con las reservas relativas a la implementación y 
la complejidad que supone aproximar la regulación de la responsabili-
dad civil existente entre los distintos Estados miembros de la Unión. Sin 
embargo, también advertimos que la inseguridad jurídica que genera 
la ausencia de armonización puede contribuir, a su vez, a construir un 
nuevo marco de directrices comunitarias cuyo último objetivo sea aten-
der a unos objetivos de sostenibilidad más o menos homogéneos y co-
laborar en el desarrollo de la innovación y las acciones necesarias para 
que la actividad de las empresas sea cada vez más sostenible en Europa 
y, sobre todo, fuera de ella.

201  Inditex, por ejemplo, eleva en su Plan de Transformación Medioambiental de la 
Cadena de Suministro 2024-2027, los requisitos obligatorios de los fabricantes que tra-
bajan con Inditex en materia de consumo y gestión del agua, tratamiento de residuos, 
utilización de sustancias químicas y huella de carbono. En https://www.inditex.com/itx-
comweb/as/es/sostenibilidad.

202  Vázquez Albert, D. «Sostenibilidad…», op. cit., pp. 2724-2725; Tato Plaza, Anxo, 
«Sobre el uso de alegaciones medioambientales en la publicidad: estado actual y pers-
pectivas de futuro», Revista de Derecho Mercantil, 2024, núm. 332, pp. 1-55, p. 3, define a 
esta práctica como de «eco blanqueamiento o eco postureo» para designar todos aquellos 
anuncios publicitarios que emplean alegaciones medioambientales engañosas o en las que 
mediante la exageración de los beneficios medioambientales se traslada el mensaje según 
el cual una organización, producto o servicio es más sostenible de lo que en realidad es.

https://www.inditex.com/itxcomweb/as/es/sostenibilidad
https://www.inditex.com/itxcomweb/as/es/sostenibilidad
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Tampoco eludimos la crítica relativa a los efectos negativos de la 
excesiva burocratización administrativa y, en general, la que afecta al in-
cremento de costes que pueda afectar a la competitividad de las empre-
sas y compañías europeas 203; sin embargo, consideramos que ese coste 
es asumible para las grandes empresas o macroempresas de su ámbito 
de aplicación y, además, defendemos que la adaptación a la nueva for-
ma de operar y medir el comportamiento empresarial con relación a los 
DDHH y el medioambiente con estándares e indicadores previamente 
acordados y estipulados, supondrá una clara apuesta por la inversión en 
la mejora en la gestión, transformándose esta a medio y largo plazo en 
valor social para la organización, esto es, esa forma de actuar incremen-
tará el valor social que los stakeholders otorguen a las empresas diligen-
tes y sostenibles en el entorno y en la comunidad en la que desarrollen 
su actividad económica 204.

En definitiva, estimamos que la nueva regulación acelerará el pro-
ceso de las grandes empresas a que dirijan sus esfuerzos a actuar con 
mayor celo en la selección de las empresas socias proveedoras y sumi-
nistradoras en países emergentes, o bien, trasladando a esas empresas 
la ayuda y colaboración pertinentes para garantizar la transformación 
digital y el futuro de la relación comercial. Desde esta perspectiva, valo-
ramos positivamente la anunciada modificación de la Propuesta Ómni-
bus I de simplificación normativa, en la que se elimina la rescisión de la 
relación contractual con las empresas socias comerciales como último 
recurso y se propone la suspensión mientras se da con la solución opor-
tuna hasta la desaparición de los efectos adversos.

IV.  CONCLUSIONES

A lo largo del trabajo se ha acreditado y fundamentado la relevan-
cia que la denominada Responsabilidad Social Corporativa (RSC) de las 
empresas ha tenido y tiene en la traslación de sus objetivos y acciones de 
soft law al hard law del Derecho societario. Esto es, se ha puesto en va-
lor la significativa influencia de los compromisos voluntarios adoptados 

203  Valmaña Ochaíta, M., «Diez años de regulación europea en materia de sostenibi-
lidad: de la Directiva 2014/95/UE, sobre información no financiera, a la Directiva (UE) 
2024/1760, sobre diligencia debida de las empresas en materia de sostenibilidad», Diario 
La Ley, núm. 10683, Sección Tribuna, 13 de marzo de 2025, pp. 1-24, pp. 23-24, aboga por 
una menor carga administrativa y una regulación más flexible para las pymes, evitando 
lastrar su competitividad.

204  Retolaza Ávalos, J. L. y San José Ruíz de Aguirre, L., «Contabilidad social…», 
op. cit., p. 98, defienden el desarrollo de una contabilidad social en las organizaciones que 
procure la información acerca del valor social que otorgan a la organización los diferentes 
stakeholders; Scagliusi, M., Reflexiones preliminares sobre la due diligence de las empresas 
en materia de sostenibilidad (1), La Ley mercantil, núm. 123, abril de 2025, Editorial La 
Ley, pp. 1-42, pp. 3 y 9.
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por la empresa u organización en la traslación a la articulación jurídica 
de las cuestiones que integran la triple botton line empresarial (ámbito 
económico-financiero, social y medioambiental).

En ese sentido, la evolución de esa política de RSC se ha ido incor-
porando en los códigos de buen gobierno de las grandes sociedades co-
tizadas que, desde hace bastantes años, incorporan la sostenibilidad de 
la empresa en su marco normativo específico focalizándola en materias 
sociales y medioambientales.

La evolución de las políticas de RSC ha estado igualmente vinculada 
a la conceptualización del interés social de las sociedades mercantiles, 
resultando esta cuestión fuente de profundo debate en el Derecho so-
cietario del último cuarto del siglo pasado y también de nuestra era. 
A pesar de que la concepción de interés social priorizaba el valor para 
el accionariado (shareholder value), en la actualidad esa concepción se 
está escorando hacia la identificación del interés social con el interés 
de los grupos de interés (stakeholder value), de manera que la corriente 
institucionalista, promotora de la inclusión de objetivos sociales en el 
marco del interés social avanza, sino sustituyendo sí complementando, 
a la contractualista que defiende el interés social como el interés del 
accionariado en el marco exclusivamente ius privatista.

En cualquier caso, la intervención normativa de la Comisión Eu-
ropea, a través de la Directiva de equilibrio de género y la Directiva de 
sostenibilidad, ha trasladado a los ordenamientos de todos los Estados 
miembros el grado de coercibilidad necesario para que cuestiones ema-
nadas del marco de la RSC conformen en este momento referencias 
claves a tomar en consideración por parte de las grandes empresas y 
organizaciones, obligadas a responder de sus comportamientos en ma-
teria de DDHH, sociales y medioambientales en Europa y en los países 
emergentes en los que desarrollan su actividad.

En definitiva, defendemos la intervención normativa de la Comisión 
en defensa de los valores y principios que defiende la Unión (arts. 2 y 3 
TUE) y, en particular, su determinación de incorporar al deber jurídico 
los compromisos del deber ser, relativos a la igualdad, diversidad y el 
medioambiente.
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